Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la Junta Nacional de Empleo, a los efectos de escuchar su opinión sobre los seis artículos 
que van a ser considerados y cuya lectura obviaremos. Concretamente, querríamos escuchar un comentario general acerca de las 
disposiciones. 


SEÑORA FERREIRA.- Soy Directora Nacional de Empleo y Presidenta de la Junta Nacional de Empleo. A mi derecha, se 
encuentra el doctor Mailhos, representante del sector empresarial por la Cámara de Comercio y, a mi izquierda, está ubicado el 
representante del PIT-CNT, señor asesor Hugo Barreto. Es un placer para nosotros estar aquí. 


Desde la Junta Nacional de Empleo, intentamos promocionar todas las políticas activas de empleo que no se circunscriban a un 
apoyo asistencial al trabajador desempleado, sino que, precisamente, como políticas activas de empleo mejoren la empleabilidad 
de los trabajadores. Esto es lo que tratamos de hacer a través de las actividades de capacitación que financiamos con el Fondo de 
Reconversión Laboral y también mediante otro tipo de políticas que fomenten la creación de puestos de trabajo y la inversión. En 
este sentido, los artículos propuestos tienden a fomentar la mencionada creación de puestos de trabajo, a través de incentivos que 
se dan a las empresas que tomen personal con relación a determinado período —concretamente, se estableció el 31 de agosto de 
2000-; así, se fija una exoneración de aportes teniendo en cuenta el aumento neto de trabajadores con respecto a la planilla de esa 
época. Desde ese punto de vista, parecería que esta ley encuadra dentro de lo que podría ser una política activa de empleo, dado 
que fomenta la creación de puestos de trabajo o el ingreso de trabajadores mediante una exoneración de los aportes de carácter 
patronal. Verdaderamente, nos parecen buenas las modificaciones que han sido introducidas hasta la fecha; nos referimos al 
aumento del tope de edad de los menores que gozan de una exoneración de aportes relacionados con la Seguridad Social cuando 
inician una empresa unipersonal. Concretamente, la edad, que era 25 años, se estableció en 29, según la información que pude 
bajar de Internet. Asimismo, nos parece adecuada la supresión del inciso b) del artículo 2%, que circunscribía los incentivos a las 
empresas de construcción cuando el predio o la superficie construida fuera mayor que 1.000 metros cuadrados. Evidentemente, 
nos parece que es mejor la solución actual. A su vez, se establece una prórroga de las exoneraciones de que gozaba el sector 
agrario. Entendemos que se trata de un sector que está pasando por una etapa muy difícil y que, por eso mismo, amerita una 
prórroga de las exoneraciones de las que venía gozando. Estos aspectos, entonces, no nos merecen objeciones; por el contrario, 
nos parece que se trata de buenas soluciones, sin perjuicio de que, según creemos, no son las únicas medidas posibles para 
fomentar el empleo. 


SEÑOR BARRETO.- Ante todo, quiero agradecer la invitación para asistir a esta Comisión. 


En relación con las disposiciones en materia de empleo que contiene este proyecto de ley de urgencia, deberíamos señalar, desde 
nuestro punto de vista, dos aspectos de importancia. 


Por un lado, en lo que refiere al fomento del empleo, consideramos que las medidas adoptadas resultan insuficientes y luego 
explicaremos por qué. 


El otro aspecto sustancial es que con algunos directamente no compartimos su enfoque, fundamentalmente en lo que tiene que ver 
con lo que recién hacía mención la doctora Ferreira, es decir, lo relativo a las empresas unipersonales de jóvenes de hasta 25 o 29 
años; no recuerdo ahora cómo quedó esa norma luego del pasaje por la Cámara de Representantes. Entendemos que lo que se 
hace es fomentar el trabajo en estas mal llamadas empresas unipersonales, donde el trabajo es autónomo y termina traduciéndose 
en precario. Entonces, se profundiza una vía que ya se había iniciado con el artículo 178 de la Ley N* 16.713, de Seguridad Social. 
En realidad, si bien el mundo del trabajo ha cambiado y está en un proceso de transformación continuo, entendemos que los 
márgenes clásicos de la subordinación se mantienen, por lo que este fomento de trabajo bajo empresas unipersonales lo que hace 
es precarizar el trabajo existente. 


En cuanto a la insuficiencia de las normas contenidas en el proyecto, creemos que la cuestión radica en que no se enfoca la 
totalidad del problema del empleo. Por ejemplo, desde el punto de vista del trabajador desempleado, más allá de las exoneraciones 
establecidas en el artículo 1% -que en términos generales es compartible- habría que tener una atención más precisa y enmarcar 
esto en un proceso desde que el trabajador se encuentra desocupado hasta la formación que debe otorgársele para favorecer su 
empleabilidad. 


Un tercer aspecto que habría que tener en cuenta, además de la desocupación y de la formación laboral, es el de la colocación del 
trabajador. Sin embargo, no hay normas sobre éstos y el trabajador desocupado queda al albur del mercado, no contando muchas 
veces siquiera con la información necesaria para obtener un empleo. Quiere decir que podría haberse incursionado en una mejora 
de los términos de prestaciones en materia de desocupación y en el necesario refuerzo del Fondo de Reconversión Laboral, puesto 
que lo que se votó en el Presupuesto es insuficiente. En ese sentido, ya hemos dado nuestro punto de vista en otras oportunidades 
sobre cuál es la necesidad de dicho Fondo y en eso estuvimos de acuerdo las tres partes de la Junta Nacional de Empleo. 


Por otra parte, quiero resaltar la necesidad de una política más activa de parte, fundamentalmente, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social e, inclusive, en coordinación con el sector privado, en materia de colocaciones. Además de ese aspecto, no 
debería quedar al margen lo que se llama en otros países la formación continua ya que los cambios en el mundo del trabajo a que 
hacíamos referencia hacen que aun el trabajador que se encuentra en actividad y la empresa deban tener un auxilio rápido a fin de 
actualizarse y hacer más fácil su adaptabilidad a los cambios, previniendo de esta forma una situación de desempleo potencial. 


SEÑOR MAILHOS.- Yo también me quiero sumar al agradecimiento por la invitación porque entendemos que es importante que 
nosotros, que tratamos de administrar un Fondo de Reconversión Laboral y colaborar con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en llevar adelante una política activa de empleo, demos nuestro parecer antes de que sean votadas las normas. 


Hecho el agradecimiento del caso quiero adherir a lo que se dijo en cuanto a que, como sector empresarial, nos parecen 
insuficientes los artículos proyectados, aunque no en el mismo sentido que manifestaba el doctor Barreto. Entendemos que la 
norma proyectada en el artículo 1%, que establece en cero por ciento la tasa de aporte patronal, es insuficiente porque sólo refiere a 
trabajadores que están en seguro de desempleo. Para nosotros, esto puede llegar a suponer un fomento de pasaje de trabajadores 
al seguro de desempleo para que luego ellos se reciclen y aparezcan aumentando la nómina de trabajadores con posterioridad al 
31 de agosto de 2000, con una rebaja de los aportes a la seguridad social. 


Por lo demás, también nos parece insuficiente que se piense exclusivamente en el fomento del empleo a través de exoneraciones 
al Banco de Previsión Social. Nosotros hemos manifestado esto múltiples veces en otros ámbitos y entendemos que no se debe 
apuntar solamente a los aportes del Banco de Previsión Social. Nuestro país debería pensar con inteligencia en algún otro 
ingrediente que fomente el empleo y, especialmente, el empleo formal. Este Parlamento también acaba de votar una norma que 
refiere al monotributo, en un intento de formalizar a los informales, lo que hoy por hoy implica generar puestos de trabajo dos a uno 
respecto al sector formal. Entonces, creo que el tema es muy grave y no puede caer todo el peso sobre las arcas del Banco de 
Previsión Social. Nosotros, lógicamente, como sector empresarial apostamos a normas que sean flexibilizadoras en lo que tiene 
que ver con el empleo, tanto en lo relacionado con el ingreso como, eventualmente, con el egreso en el puesto de trabajo. Hemos 
manifestado muchas veces que estamos dispuestos a discutir esas normas y, de hecho, en alguna oportunidad, se ha propuesto 
tratarlas en forma tripartita, tal como hemos hecho con respecto a otros temas. Concretamente, me refiero, por ejemplo, a un tema 
que nos es muy caro a los empresarios y también a los trabajadores que es el relativo a los convenios colectivos. Es impensable, 
que en los tiempos que corren se pueda hacer una imposición de una ley sobre convenios colectivos que no cuenten con el 
consenso de los actores sociales, porque en ese caso se resentiría su aplicación. 


De este modo hemos trabajado durante dos o tres largos años en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sin haber llegado, 
infelizmente, a un acuerdo para presentar en el Parlamento una norma tan importante para los sectores sociales como es la de los 
convenios colectivos. 


Entonces, podemos afirmar que esta iniciativa es insuficiente porque entendemos que se vuelve a repetir la receta de la 
exoneración de aportes. Desde el punto de vista del sector empresarial, debe entenderse que la exoneración no significa un 
atractivo por sí mismo suficiente para contratar mano de obra. Para comprender esto basta pensar cuál es el porcentaje de aporte 
patronal y cuáles son los salarios que se pagan actualmente. Evidentemente, la exoneración en sí misma no tiene una importancia 
económica como para constituirse en un incentivo para la contratación de nuevo personal. Por lo demás, el artículo 1% podría verse 
como un incentivo a triangular en el seguro de desempleo, lo cual tampoco creo sea la finalidad buscada por la norma. 


Es cuanto quería manifestar en una primera reflexión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está en consideración la Sección | del Capítulo "Fomento del Empleo". 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera formular tres preguntas que no voy a dirigir a alguien en particular, porque quizás en su respuesta 
podría recibir más de una opinión. En primer lugar, entendí que el artículo 1* refiere a aquella empresa que aumente su planilla de 
trabajadores, ya sea contratados nuevos o reincorporados del seguro de desempleo. Evidentemente, con respecto a estos últimos 
sabemos que, por un lado, se baja la desocupación pero, por otro, se genera un déficit en términos de lo que puede ser la 
economía del país, más allá de que todos compartamos que el seguro de desempleo puede ser visto como una inversión para 
reincorporar gente al trabajo. Esta sería la primera pregunta que quiero formular porque me dio la impresión de que el 
representante de las empresas piensa que este artículo 1% sólo estaba vinculado al seguro de desempleo, lo cual me genera una 
duda, ya que si él está en lo cierto, naturalmente, el estímulo es casi nulo. 


En segundo término, y con respecto al artículo 2% no sé si existe una idea cierta acerca de cuánto representa ese 75% de los 
aportes patronales a la seguridad social en la construcción en el total de una obra. Obviamente, no me estoy refiriendo a las 
públicas porque esas están fuera, pero repito que me gustaría saber cuánto se está rebajando, si se trata de un 2%, 3%, 4% o 5% 
porque, en su momento, el equipo económico habló de un 6%, pero luego de realizar algunas cuentas rápidas vimos que 
notoriamente se estaba muy por debajo de ese porcentaje. 


En tercer lugar y con relación al artículo 3%, se habló de las empresas unipersonales. Independientemente de la filosofía de este 
proyecto parece claro que la presión fiscal en el Uruguay es muy alta y si se debiera bajar lo primero que habría que considerar es 
lo relativo a las presiones fiscales sobre el trabajo. Sin duda, el aporte patronal —eso parece muy claro- no es el único impuesto al 
trabajo, ya que puede haber otros que deberían considerarse prioritarios. En el artículo 3% se efectúa una reducción hasta el 2001 
en lo que respecta a las empresas unipersonales cuyos titulares tengan hasta 29 años de edad; notoriamente puede haber un 
incentivo para este tipo de empresas, que después no van a tener esta exoneración; ya sea desarticulando algunas empresas más 
importantes o tercerizando personal que está en una empresa, deja de pertenecer a la misma y se convierte en unipersonal, con 
todo lo que ello significa. Independientemente de ese aspecto —que legalmente podría abordarse de otra manera, para lo cual 
puede recogerse toda la experiencia de la Ley N* 16.713 a fin de encontrar las normas legales que permitan ubicar esas fugas- en 
sí misma, la reducción de esa tasa, ya sea para unipersonales o para otro tipo de empresa podría aplicarse también a micro y 
pequeñas empresas de modo que durante uno o dos años no tuvieran cargas impositivas y se fueran estableciendo 
paulatinamente. Sin duda existe una complementación entre las empresas grandes y las pequeñas, a tal punto que en países como 
Alemania más del 70% de las empresas son micro y pequeñas, en su dimensión. Por tales razones, y más allá de las opiniones 
que pueda haber con respecto al tema de la tercerización, quisiera saber si se entiende que hay que seguir bajando la presión 
fiscal sobre el empleo o si, por el contrario, existen otros aspectos que gravan más a la actividad. 


SEÑORA FERREIRA.- En primer lugar, me parece que el artículo 1? es claro en que lo que se está exonerando es el aumento neto 
del número de trabajadores con respecto al 31 de agosto de 2000, con lo cual creo que se dan las suficientes garantías para que 
no se haga un mal uso del seguro de desempleo, en el sentido de que se envíe gente y se vuelva a tomar. Seguramente, no van a 
ser ahora los envíos o retiros del seguro de desempleo los que van a fijar el parámetro para medir el número de trabajadores 
exonerados sino, repito, el aumento neto desde el 31 de agosto de este año. Por ese lado, creo que la interpretación que hicimos 
desde el Ministerio es la que surge de la letra, por lo cual me parece que no existen posibilidades de doble interpretación. 


En segundo término, con respecto a lo que planteaba el señor Senador Michelini sobre cuánto supone en monto la exoneración a la 
construcción, podemos decir que desde el Ministerio de Trabajo nosotros habíamos hecho algunos números que, ciertamente no 


son fáciles de hacer. Creo que estos números los habíamos hechos cuando se había establecido una rebaja del 100% y el 
resultado que nos daba era que iba a significar alrededor de un 3% en el costo total de la construcción. Esto es así porque 
sabíamos que se trataba de un 15,39% en el total del aporte unificado y eso, más o menos por algunos contactos que habíamos 
hecho, nos daba una rebaja del 3% en el costo de obra. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero ese resultado se manejaba con respecto al 100%. 


SEÑORA FERRARI.- Sí, creo que lo habíamos hecho antes del cambio aunque quizás ahora estemos hablando de alrededor de un 
2% de abaratamiento del costo del valor de la construcción. 


Con respecto a las empresas unipersonales, no me preocupa lo que dijo el representante del sector sindical, porque si bien existe 
una exoneración para los jóvenes que inician una empresa unipersonal, la misma también se aplica a las empresas que contratan a 
estos jóvenes bajo la modalidad común de trabajo subordinado, o sea que ambos están exonerados. Por lo tanto, no me parece 
que incentive la tercerización el hecho de que un empresario contrate a la empresa unipersonal de un joven o contrate al joven y lo 
ponga en su plantilla de trabajo, lo que aumentaría dicha plantilla respecto al 31 de agosto y se beneficiaría de la exoneración. 


Todas las modalidades atípicas que han surgido últimamente en materia de Derecho Laboral constituyen un tema difícil, pero 
entiendo que, de alguna manera, tenemos que fomentar el autoempleo. No sólo debemos enseñar a formarse y capacitarse a los 
jóvenes para buscar un empleo subordinado, sino también incentivarlos a la creación del empleo propio. 


Me gustaría hacer ahora algunas consideraciones en cuanto a los demás temas que se plantearon aquí. 


Tengo claro que estas no son todas las políticas activas de empleo, sino que, como lo dije al principio, se puede fomentar la 
creación de empleo. Estamos especialmente preocupados por atar lo que es la formación profesional y la capacitación a políticas 
que tengan que ver con la inserción laboral de los trabajadores capacitados. Por eso en nuestros programas estamos tendiendo a 
exigir un componente de inserción laboral a los trabajadores beneficiados por el Fondo de Reconversión Laboral, que ya existe en 
el programa de jóvenes y en el de discapacitados. Ahora se va a exigir en alguna población de hasta 29 años, de trabajadores en 
seguro de paro, un 25% de inserción laboral. 


Todos estos temas nos preocuparon especialmente y estuvimos conversando sobre ellos con el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social. Pensamos estudiarlos a fondo, consultar con los interlocutores sociales y quizás en el correr de este año hacer 
alguna propuesta completa acerca de otras formas de incentivar la creación de empleo y de políticas activas de empleo, tal vez por 
la vía de una futura Ley de Urgencia. Estamos dispuestos a conversar con respecto a la colocación y a otras formas de incentivar la 
creación de empleo, pero nos parece que el tema amerita una consulta más profunda de los sectores sociales y del sector 
intersocial, teniendo en cuenta las inquietudes de los trabajadores y, de ser posible, presentando alguna propuesta consensuada 
global sobre varios temas que atañen al empleo. 


El señor Senador Michelini se refería a otras formas de incentivar además de las exoneraciones. El doctor Mailhos planteó 
flexibilizar el ingreso y el egreso. Desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, durante la Administración anterior, nosotros 
propusimos una forma de flexibilidad negociada colectivamente con una organización sindical, que no hacía tanto al tema del 
ingreso y egreso flexibles, sino que se refería a aspectos como el cómputo de horas extra, licencias y descansos semanales y 
anuales pero, lamentablemente, esto no contó con el consenso tripartito en una Mesa en la que trabajábamos sobre negociación 
colectiva y en la que se habló sobre una cláusula de flexibilidad. 


Estamos dispuestos a seguir conversando sobre el tema y, en lo posible, trataremos de lograr un consenso para proponer 
proyectos de ley que ya cuenten con un análisis y un aval de los sectores sociales, a fin de generar un mayor compromiso y que las 
soluciones contenidas en ellos realmente signifiquen una herramienta eficaz para las políticas que queremos encarar en el futuro. 


SEÑOR BARRETO.- Con respecto a las preguntas planteadas por el señor Senador Michelini, aclaro que voy a responder a la 
primera y a la tercera. 


En cuanto a la primera pregunta, comparto la interpretación del señor Senador. Efectivamente, refiere a las empresas que 
incrementan su plantilla con respecto a la que existía en agosto y, por lo tanto, no veo que existan posibilidades de evasión. 


Con respecto a la tercera pregunta, si estamos todos de acuerdo en que una de las formas de incentivar el empleo es reducir la 
presión fiscal sobre el trabajo, desde nuestro punto de vista, no es posible enfocar el tema con independencia del instrumento que 
se emplea. Por eso aquí puse énfasis en el instrumento que, a nuestro juicio, incentiva una forma de trabajo precaria. Toda la 
reforma laboral argentina, que es el ejemplo más cercano que tenemos, hizo que al año 1998 el 85% de los puestos de trabajo 
creados fueran precarios. Por eso Argentina, España y otros países que flexibilizaron su normativa laboral al estilo de la que 
reclama aquí el delegado empresarial, están volviendo a la vieja legislación del trabajo. 


Las medidas flexibilizadoras no incrementan el empleo, sino que básicamente precarizan el existente. Eso no implica que no 
debamos discutir la flexibilidad laboral. Personalmente, no participé en la comisión tripartita que trabajó durante los últimos años en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero la legislación laboral —y también la uruguaya- de por sí es flexible. Justamente, 
uno de los aspectos que definen a la legislación laboral es la flexibilidad y esto se da especialmente en la uruguaya. Sin embargo, 
esta flexibilidad debe tener contrapartidas y la Ley de Empleo Juvenil, que la doctora Ferreira mencionaba como ejemplo, 
constituye justamente una legislación flexibilizadora y se hizo en acuerdo con las partes sociales, ya que el Ministerio las consultó y, 
de hecho, trabajamos durante bastante tiempo y, en este caso, con un producto concreto. Reitero que la flexibilización que se 
establece en determinados contratos de trabajo tiene también una contrapartida que está dada por el componente de capacitación 
que está contenido en casi todas las figuras jurídicas de la citada Ley de Empleo Juvenil. Por lo tanto, se puede discutir la 
flexibilización con contrapartidas, con reaseguros, y con la idea de que la flexibilización cruda, lisa y llana, no genera empleo. 


Por otra parte, remarco el aspecto flexibilizador duro que constituyó el artículo 178 de la Ley N* 16.713, que el Banco de Previsión 
Social no está en condiciones de controlar. Si uno mira efectivamente cuáles son los contratos que se registran veremos que hay 
contratos de trabajadores que son vigilantes, ordeñadores y de todo tipo de servicios, que son trabajos y tareas típicas prestadas 


en régimen de subordinación económica y jurídica. Simplemente, se elude la legislación laboral para consagrar estas figuras y por 
eso hacíamos una crítica al artículo 3” del proyecto. 


SEÑOR MAILHOS.- Lejos de mi ánimo está polemizar acerca del artículo 1% o ver de qué manera será aplicado o no. Por supuesto 
que constituye un incremento neto con respecto al 31 de agosto; eso está fuera de discusión. Aquí se genera una discriminación en 
favor de un colectivo que está en seguro de desempleo. Además, actualmente las empresas pueden seguir mandando trabajadores 
al seguro de desempleo, porque no está acotada la cantidad de trabajadores en seguro de desempleo que la empresa debe tomar 
para estar exonerada. Me referí a ese aspecto y no al tema de que ahora se fuera a enviar al seguro de desempleo para tratar de 
quedar en condiciones de ser exonerado. 


De todos modos, el incremento de los aportes patronales que se plantea para los niveles salariales que se perciben hoy por hoy, 
por el plazo de un año, se refiere a un incentivo económico que no es atractivo para el empresario, ya que asciende a escasos $ 
3.000 anuales. En consecuencia, también debemos tomar en cuenta —y sobre esto intento que se reflexione- cuál es el incentivo 
real que se está dando y cuál es el verdadero aporte de la norma. Son $ 3.000 anuales con todo el riesgo que puede acarrear para 
el empleador tomar de esa nómina —lo hará o no- pero no constituye una señal clara para tomar de ese colectivo. 


Con respecto a las unipersonales, aclaro que prefiero esto a que la gente trabaje en el mercado negro. Conozco la postura del PIT- 
CNT en cuanto a este tema y no la comparto. Creo que el artículo 178 tiene sus virtudes y por lo menos es una manera de contener 
determinada forma de organización del trabajo en la formalidad; es decir que le atribuyo ese valor. Entiendo que se hace referencia 
a las malas experiencias en cuanto a las unipersonales, pero no se destacan las otras, o sea los trabajadores por cuenta propia 
que, de otra manera, no tendrían posibilidad de trabajar, ya que no podrían facturar a la empresa mayor o igual, no pudiendo estar 
insertos en el mercado formal. Con esto no me refiero exclusivamente a quienes aportan al Banco de Previsión Social, sino también 
a aquellos que lo hacen a la Dirección General Impositiva y todo lo que ello conlleva. 


Por lo tanto, tenemos una valoración distinta con respecto al tema de las unipersonales y considero que sería bueno discutir acerca 
de la flexibilidad, ya que en este país no se ha dado un debate profundo sobre cuáles serían sus beneficios. Con esto no quiero 
decir que la flexibilidad, por sí sola, traiga soluciones, pero entiendo que si son parciales como ésta, tampoco el aumento del 
empleo va a surgir por sí mismo. Entonces, si hablamos de herramientas, tenemos que manejar una cantidad un poco mayor para 
lo que es nuestra realidad en cuanto al desempleo. Además, por supuesto, tendrá que haber contrapartidas de capacitación porque 
la fuerza laboral requiere una mayor de la que ya tiene o, por lo menos, que se desarrollen nuevas destrezas. En resumen, 
debemos discutir todos estos aspectos. Creo que perdemos una posibilidad de hacer un gran acuerdo sobre el tema de los 
convenios colectivos, ya que ese sería el mecanismo en el cual tendríamos un instrumento abarcativo de todos los demás como, 
por ejemplo, flexibilidad, capacitación, anualización y reducción de la jornada. Insisto en el tema sobre la base de un proyecto 
consensuado, es decir que tenga su fórmula de transacción, porque es impensable establecer que un proyecto de esta naturaleza 
provenga exclusivamente de uno de los sectores, ya sea político, trabajador o empresarial, ya que debe ser producto de un gran 
acuerdo. 


Reitero que las soluciones son parciales y no por eso malas y, por tanto, adolecen de los defectos de esa parcialidad. Existen una 
cantidad de incentivos que también se podrían establecer. Se ha hablado de reducir la presión fiscal sobre el empleo, apuntando a 
beneficiar al empresario que aumente su plantilla de trabajo con otro tipo de rebajas impositivas. Esto sería así si realmente 
interesa generar empleos nuevos y, además, ese empresario debería brindar determinadas condiciones. Pero tenemos que dar 
más opciones que las escasas que establecen estos seis artículos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera profundizar en algunos temas, como por ejemplo, en toda la discusión que se ha planteado en 
torno a las empresas unipersonales que evidentemente es muy compleja, ya que tiene aspectos a favor y otros en contra. 


Personalmente, uno de los elementos que más me preocupa es el grado de control que tiene el Ministerio sobre las empresas que 
contratan en forma unipersonal y me estoy refiriendo a las unipersonales autónomas. Observamos que existen limitaciones muy 
importantes en relación con el manejo de la Seguridad Social, al uso de las licencias, etcétera, es decir, la forma en que se maneja 
la contratación en cantidad de jornadas. En definitiva, quisiera saber qué papel cumple el Ministerio con respecto a lo mencionado, 
ya que es una de las preocupaciones que tengo en cuanto a este artículo. 


Por otra parte, en lo que tiene que ver con la posibilidad de discutir formas nuevas frente a los cambios que se dan, distintas 
maneras de flexibilización que pueden ser salidas en cuanto al tema del empleo, quisiera saber cuáles son los impedimentos que 
han existido manifestados por parte de la doctora Ferreira. Consulto si la JUNAE no sería un ámbito ideal para esto o si es 
necesario legislar especificamente con relación al tema. 


SEÑORA FERREIRA.- En cuanto al último aspecto, hace unos años hicimos un estudio sobre qué normas que regulan la relación 
laboral son rígidas y cuáles no. Llegamos a la conclusión de que hay determinados temas que son rígidos, donde empresarios y 
trabajadores, organizaciones sindicales incluidas, continuamente nos piden autorización para dejar de lado las normas legales y 
flexibilizar de común acuerdo, lo que nosotros, como Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podemos autorizar, porque existe 
una norma legal al respecto. Estos temas a que nos referimos eran cinco: cómputo de las horas extras, descanso semanal, 
descanso intermedio diario, licencia y salario vacacional. En esa mesa tripartita de negociación colectiva, uno de los artículos, 
justamente, preveía la posibilidad de que mediante un convenio colectivo se flexibilizaran algunas disposiciones legales. El 
convenio colectivo daba la garantía de una organización sindical detrás de esa negociación donde posiblemente se dejara algo de 
lado para conseguir un beneficio a cambio. Además, se trataba de una flexibilización temporal que no significaba desregulación ya 
que la ley seguía rigiendo y las partes, de común acuerdo, la dejaban de lado por un período determinado. De acuerdo a nuestra 
experiencia y estudios, se había demostrado que esos cinco temas eran rígidos y además existía un piso que eran los convenios 
internacionales de la OIT, que no podían ser derogados por ese convenio colectivo. 


Este artículo era parte de un proyecto de ley marco de negociación colectiva y como no se llegó a un consenso sobre todas las 
disposiciones que se estaban negociando, no se aprobó. Creo que hubo un intento de incluirlo en la ley de inversiones, 
concomitantemente a esta negociación, pero luego a nivel del Parlamento se retiró esta propuesta. La JUNAE, que es tripartita, 
puede ser un ámbito ideal de discusión, aunque no está dentro de sus competencias específicas la negociación de flexibilizaciones 
en las normas laborales. Pero entiendo que es buena cosa que sea en un ámbito tripartito que se discuta el tema y, como dije 
antes, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social estamos dispuestos a crear los ámbitos que sean necesarios para volver a 


debatir sobre el punto, porque nos parece que esto es muy importante para el futuro de las relaciones laborales. Además, esto 
respondería a varias de las solicitudes continuas que hacen tanto al sector empresarial como el sindical, en virtud de que puede ser 
un buen mecanismo para fomentar la negociación colectiva y promover el empleo, mediante flexibilización de normas que resultan 
rígidas. 


En cuanto a la otra pregunta planteada, cabe señalar que el control de las empresas unipersonales es un tema difícil, como lo es 
también el control de todas las normas laborales. Todos sabemos que los inspectores de trabajo son escasos en cualquier país del 
mundo y siempre estamos haciendo solicitudes para no perder esas vacantes, para reforzar nuestros cuadros y para que en 
algunas áreas, por ejemplo salud y construcción, se involucren los actores del microclima laboral en el contralor de las condiciones 
y medio ambiente del trabajo, creando la figura del delegado de obra, tal como sucedía hace unos años. 


De todos modos somos conscientes de que nuestros inspectores de trabajo no alcanzan para controlar todas las empresas del 
Uruguay y mucho menos para hacerlo en forma frecuente y reiterada. Sin perjuicio de ello realizamos el máximo esfuerzo y cuando 
detectamos irregularidades en una empresa inspeccionada sobre relaciones que aparecen como laborales y no lo son, se adoptan 
determinadas medidas. Igualmente, repito, es casi imposible controlar todos los casos en que pueden haber irregularidades, como 
es imposible también —de acuerdo a lo que decía el señor Barreto, y me consta que es así para el BPS- hacer un control exhaustivo 
y en tiempo sobre todos los contratos de arrendamiento de empresas unipersonales que se inscriben en el Banco de Previsión 
Social. 


SEÑOR CID.- Simplemente deseo formular una pregunta a los representantes de la Junta Nacional de Empleos. 


Partimos de la base de que el tema del empleo no tiene una causal única, ni se puede abordar con una sola medida porque es algo 
mucho más complejo. Sin embargo, este Parlamento, por lo menos en la Legislatura pasada y en la actual, viene aprobando una 
serie de exoneraciones de aportes que han estado en entredicho, sin poder tener elementos que objetiven claramente los 
resultados y las consecuencias que han tenido esas formas de exoneración. 


En consecuencia, la pregunta que deseo plantear —simplemente para formarnos una opinión sobre este tema- es si existe a nivel 
de la Junta algún elemento objetivo —quiero que se precise el término "objetivo"- que permita valorar el alcance que estas medidas 
de exoneración han tenido sobre la realidad del empleo, partiendo de la base de que es un tema muy difícil de cuantificar. 
Obviamente tenemos claro que no se trata únicamente de la exoneración de una relación de causa-efecto inmediata, pero puede 
haber existido algún muestreo que permita acercarnos a la verdad sobre la utilización de estas normas. 


SEÑOR BARRETO.- Antes de responder al señor Senador Cid quería subrayar un aspecto sobre lo que se venía discutiendo 
recién. Más que hablar de la flexibilización de las normas laborales vía negociación colectiva, creo que el énfasis tiene que estar 
dado en el marco de la negociación colectiva, que es bastante más que la flexibilización de las normas laborales. Se trata de una 
cuestión de enfoque, de énfasis, pero para nosotros el tema es la negociación colectiva y no la flexibilización, que puede ser un 
tema más dentro del menú que integre la negociación. 


Respecto a la pregunta planteada por el señor Senador Cid, entiendo que no hay en la Junta datos que nos permitan señalar con 
objetividad el impacto que puedan tener este tipo de normas de exoneración. Lo que sí hay son datos objetivos, cuantificables, 
empíricos —con todos los adjetivos que se puedan agregar desde el punto de vista científico- sobre el efecto que ha causado en el 
empleo la formación profesional que la Junta ha implementado en los últimos años. 


Entre las actividades de la Junta, figura una contratación que realizamos hace más de dos años y que consiste en el seguimiento 
de los egresados de los cursos de capacitación de dicha Junta. Esto se ha realzado, hasta ahora, a través de un acuerdo con la 
Facultad de Ciencias Sociales que realiza un muestreo de las personas egresadas y luego efectúa un seguimiento de las mismas 
para ver qué éxito han tenido en su recolocación. Seguramente la doctora Ferreira, o el doctor Mailhos, deben tener datos más 
precisos, pero a mí me surge que más del 60% de las personas que se han recapacitado a través de la Junta han obtenido un 
empleo en un término más o menos estrecho. Obviamente hay que afinar el análisis en cuanto a si ese primer empleo tiene que ver 
o no con la capacitación, porque seguramente no se va a relacionar demasiado con ella, pero sí el segundo. Precisamente en la 
Facultad de Ciencias Sociales nos han dicho que el primer empleo que obtiene la persona le urge más, pero el segundo, ya con 
mayor tiempo y tranquilidad en la búsqueda, probablemente va a estar más relacionado con la capacitación. 


Entonces, en cuanto al efecto de las políticas activas de empleo, entiendo que desde la Junta podemos hablar de lo que hemos 
hecho y con datos muy objetivos. Ello me lleva a insistir sobre la necesidad de que el Fondo de Reconversión Laboral reciba un 
refuerzo presupuestal, ya que el aporte de los empresarios y de los trabajadores a dicho Fondo es insuficiente. 


Por otro lado, cuando hace un rato mencionaba la necesidad de que este primer capítulo de empleos contenga normas sobre el 
mejoramiento de los subsidios por desocupación, de formación profesional y de colocación, en el fondo estaba repitiendo algún 
esquema que en otros países se lleva adelante. Concretamente me refería al esquema que se sigue adelante en Brasil con el FAT, 
Fondo de Amparo al Trabajador, que tiene una gestión tripartita a nivel nacional y luego un reflejo muy fuerte a nivel municipal, 
donde realmente hay que hacer los enfoques y esfuerzos en materia de colocación y empleos. Obviamente no pretendemos que el 
Fondo de Reconversión Laboral tenga la misma cantidad de dinero que el FAT —ni siquiera sería necesario en un país como el 
nuestro- pero en el caso de Brasil los márgenes de aportes son bastante más extensos que en Uruguay. 


Por lo tanto, quería dejar planteada esta insistencia nuestra sobre la necesidad de que el Fondo de Reconversión Laboral reciba un 
aporte mayor. Esto puede surgir de Rentas Generales, pero seguramente los señores Senadores tienen conocimiento de un 
proyecto o propuesta emanada de la propia Junta Nacional de Empleo, que se vincula con un incremento en el impuesto a los 
juegos de azar. Esa es una propuesta tripartita y tiene detrás de sí un cálculo porque lo recaudado por un impuesto de este tipo se 
parece bastante a lo que necesitaría la Junta Nacional de Empleo mensualmente para incrementar esta tarea que tiene que ver con 
la formación profesional y el empleo sobre cuyo impacto sí tenemos datos fehacientes. 


SEÑORA FERREIRA.- Quiero decir que si bien hoy no tenemos datos sobre el impacto de estas exoneraciones, la DINAE puede 
asumir el compromiso a través del observatorio del mercado de trabajo, de hacer un seguimiento de esta ley —si resulta aprobada- 
y de concurrir cuando los señores Senadores lo entiendan necesario —puede ser al final del Ejercicio del período 2001- para evaluar 
los primeros impactos que esta pueda haber tenido. 


Respecto a lo que estaba señalando el delegado del sector sindical, efectivamente en la Junta Nacional de Empleo habíamos 
acordado que instrumentar este impuesto adicional de un 5% sobre los premios del Cinco de Oro podía ser una buena salida para 
reforzar el Fondo, en virtud de que es un tributo que no grava al sector empresarial, a los trabajadores, ni a Rentas Generales, sino 
a un eventual ganador que puede haber obtenido un premio. Este impuesto suponía un ingreso interesante para que la Junta 
pudiera profundizar las políticas de formación profesional y colocación, que están dentro de sus cometidos. 


Hubo varias propuestas que salieron consensuadas de la Junta, pero después fueron teniendo una serie de filtros. Entonces, este 
artículo, definitivamente, no quedó incluido en la Ley de Presupuesto. Entendemos que sería importante aprobarlo porque refuerza 
al Fondo y no grava a ninguno de los sectores sociales, ni tampoco a los ingresos de Rentas Generales. 


Lo otro que queremos señalar es que nosotros tenemos un registro de los usuarios que han sido capacitados con recursos del 
Fondo de Reconversión Laboral. En ese sentido, los empresarios tendrían un incentivo si toman a esos trabajadores, que son un 
crédito en capacitación, pero esto no ha resultado efectivo. Podría ser interesante analizar también de qué manera se puede 
fomentar que los empresarios tomen gente en sus plantillas que ha sido capacitada con los recursos de toda la sociedad. No sé si 
puede ser ésta la oportunidad, pero creo que sería importante tomarlo en consideración con algún incentivo especial; o, de lo 
contrario, en el futuro, en donde no van a faltar instancias al respecto. 


SEÑOR MAILHOS.- Simplemente, me pareció muy provocadora, en el buen sentido, la pregunta del señor Senador. Digo esto 
porque creo que hay algún dato objetivo. Tenemos una ley de empleo juvenil que está funcionando hace dos años y que cuenta con 
este tipo de incentivos. En dos años, sobre la totalidad de los jóvenes que se han registrado, no se ha llegado a 1.200 contratos. 
Basta suponer que estamos hablando del colectivo que tiene mayores niveles de dificultad de inserción laboral. Más del 50% de los 
jóvenes que buscan trabajo están desempleados y creo que esto habla por sí solo. Deberíamos reflexionar sobre algunos puntos. 
Las exoneraciones de aportes al Banco de Previsión Social, por sí solas, a juicio del sector empleador, no son suficientes como 
para hacer un fomento adecuado del empleo. Por ello habría que apelar a la imaginación y crear algo más. 


Entonces, los datos objetivos que tenemos son la aplicación de la Ley de Empleo Juvenil, que luego de dos años, vamos a analizar 
a nivel de la Junta Nacional de Empleo y del INJU cuál ha sido la marcha y la real aplicación de los contratos que, además de la 
contratación del joven, traen una capacitación a cargo del Estado. No estamos hablando de un joven, de un transeúnte, sino de una 
persona a la cual capacitamos para que entre en una empresa y que ésta se vea beneficiada, mientras dure el contrato que sea del 
caso, con una exoneración de aportes patronales. 


SEÑOR MICHELINI.- El representante del Poder Ejecutivo habló de ciertas financiaciones que se podrían otorgar a la Junta 
Nacional de Empleo. Me parece muy positiva la actitud de dar financiaciones al respecto, pero más allá de eso tendrá que convenir 
conmigo que aquí lo importante es la política sobre el empleo que se haga y no la financiación. Digo esto porque en un 
Presupuesto de más de U$S 5.000:000.000, si el Parlamento —no con mi voto, porque estamos a favor- no quiso dar U$S 80.000 
más por año, es porque hay una definición. Si fuera efectivo el 10% de lo que la Junta Nacional de Empleo hablaba y hubiera 
menos trabajadores en el propio seguro de desempleo, estarían ahorrados. Más allá del aspecto de la financiación, de buscar que 
no se cargue a Rentas Generales, lo cierto es que tener políticas activas sobre empleo puede incluir inversiones iniciales que a la 
larga o a la corta —esperemos que sea de esta forma- tengan sus beneficios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tuvo mucho agrado en recibir a la Junta Nacional de Empleo. Las informaciones que nos han 
proporcionado son de utilidad para los señores Senadores, a fin de comprender mejor el articulado. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Junta Nacional de Empleo) 
(Ingresa a Sala el Director del Banco de Previsión Social, don Luis A. Colotuzzo). 


La Comisión Especial para el estudio de la segunda Ley de Urgencia tiene mucho gusto en recibir al señor Colotuzzo. Le hemos 
pedido que hoy esté presente, a fin de tratar algunos artículos que tienen que ver, justamente, con el tema de la vivienda para 
pasivos, y que están incluidos en la sección VII del Título l. Le vamos a ahorrar a nuestro invitado la lectura de estos artículos que 
seguramente ya conoce. De todos modos, queremos que nos haga sus comentarios, a fin de que quede constancia en la versión 
taquigráfica su opinión, en representación de los pasivos. 


SEÑOR COLOTUZZO.- Muchas gracias, señor Presidente y señores Senadores integrantes de esta importante Comisión. Por 
supuesto, agradezco mucho la oportunidad de que podamos aportar nuestra opinión con respecto a los artículos 43, 44, 45 y 46 de 
este proyecto de ley, que tienen directa vinculación con el Banco de Previsión Social y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Es obvio y natural que el tema de la vivienda es uno de los que tiene una enorme trascendencia en el marco de nuestras funciones 
en el Banco de Previsión Social. La Ley N* 15.900, que el Parlamento aprobó el 22 de octubre de 1987, refería a las viviendas, 
aunque exclusivamente para jubilados y pensionistas con ingresos menores a dos salarios mínimos. Ese fue el puntapié inicial que 
dio el Parlamento en esta materia. Recuerdo a algunos importantes Legisladores que en aquel momento tuvieron la visionaria idea 
de desglosar un recurso destinado al Instituto Nacional de Viviendas Económicas, pasándolo directamente al sector de jubilados y 
pensionistas del Banco de Previsión Social. Han transcurrido muchos años desde entonces. El sistema tuvo algunas dificultades al 
inicio; no se tenía información exacta acerca del traslado de los recursos que estaba haciendo el Banco de Previsión Social en su 
calidad de agente de retención. Incluso, en aquel momento, se debió inaugurar —por decirlo de alguna manera- la ley por la cual, 
aun dándole a dicho Banco la facultad correspondiente, se estableció que los recursos debían ser remitidos al Ministerio de 
Economía y Finanzas. Y así se hizo, y en ese entorno se logró establecer los mecanismos futuros. 


Naturalmente, luego de distintos grados de avance, llegamos a lo que hoy el Banco de Previsión Social tiene en lo que refiere al 
cumplimiento de la ley. Antes, el Banco Hipotecario era el que asignaba la construcción de viviendas; luego, esto pasó al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y hoy sigue en esa órbita la competencia exclusiva. 


Pasamos ahora al tema que nos ocupa. Quiero decir que en la mañana de hoy estuve conversando con el técnico agropecuario 
Carlos Gasparri, a quien hice algunas consultas, tal como lo hago habitualmente en el ámbito del Directorio. Así, puedo señalar que 


es innegable que en los cuatro artículos relacionados con este tema hay avances, muchos de los cuales se venían aplicando de 
hecho y ahora, esta sanción, les daría el ámbito legal de las competencias. 


Realmente, hace pocas horas que supimos de la propia resolución de la Cámara de Representantes sobre este particular y 
podemos decir que se plantean competencias que son de gran trascendencia y que en los últimos años hemos venido 
desarrollando, en el marco de una amplia colaboración recíproca con el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. En ese sentido, hemos podido avanzar, primero, en aquella experiencia que hicimos, donde la única posibilidad de 
lograr viviendas era la de los llamados Núcleos Básicos Evolutivos. Se trataba de una calidad de vivienda que, naturalmente, no se 
compadecía con el aporte que venían haciendo los propios jubilados y pensionistas. Estos, en sus largos años han contribuido con 
U$S 320:000.000. Actualmente, se está recaudando en forma anual entre U$S 32:000.000 y U$S 34:000.000. En esa 
trascendencia de episodios, tratamos de mejorar las viviendas, pero debemos decir que en los últimos cinco años recién 
empezamos a transitar por este camino con una mayor prolijidad; inclusive, tuvimos propuestas de construcción de viviendas de 
altura. Precisamente, una cantidad mayor de ellas se construyó en Montevideo; algunos grupos ya se han entregado y están 
ocupados por sus titulares, mientras que otros están aun en la etapa de construcción. Cabe aclarar que otros están licitados y, 
concretamente, se trata de alrededor de 22 ó 23 grupos de viviendas de altura, de distinta cantidad de pisos. Evidentemente, se 
trató de una experiencia importante. Concretamente, en la calle ex Propios, entre General Flores y San Martín, se encuentran 
ubicados tres o cuatro grupos que rodean a esa importante arteria. Cuando la gente los ve, considera que se trata de un hecho muy 
importante para el destino de quienes han aportado. Y a continuación, voy a aportar algo que es muy importante; me refiero, 
concretamente, al principio solidario que tuvo la financiación de todo esto. Hoy tenemos 2.700 viviendas ocupadas y algo más de 
4.000 que se encuentran en los distintos grados de licitación, de iniciación de obras y también prácticamente de culminación de las 
mismas. Entonces, todas esas viviendas constituyen realmente un avance importante en esta materia. 


Hemos dejado atrás los Núcleos Básicos Evolutivos; tuvimos la experiencia de las viviendas de altura, que realmente son 
importantes. Pero hemos avanzado también en la propia idiosincrasia de los jubilados y pensionistas, que son los que van a ocupar 
esos espacios. Entonces, hemos logrado superar aquella realidad y estamos ahora en la etapa de construcción de viviendas tipo 
casita, de 36 o 38 metros cuadrados, las que se encuentran ubicadas en más de 100 lugares dentro de los 19 departamentos, 
fundamentalmente en el interior del país. Esto, en estricta relación con los grupos de jubilados y pensionistas que con derecho 
habitan en cada uno de esos lugares, y también teniendo en cuenta el dinero que se recauda. Reiteramos que se trata de un 
avance muy importante. Hemos logrado que estas construcciones sean de una sola planta, con doble pared, con cerámica roja, con 
cámaras de aire, techos pesados, con revestimientos externos de loza o de tejas de media caña. Personalmente, agrego que 
durante 32 años estuve trabajando en la cerámica roja y por eso vi con mucha felicidad que se empleara ese material en estas 
casitas. 


Evidentemente, era necesario lograr un buen funcionamiento entre el Banco de Previsión Social y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En ese entorno, hemos llegado al primer punto que recoge, naturalmente, este proyecto 
de ley aprobado en la Cámara de Representantes; me refiero a la formulación y a la evaluación en esta materia. Se debe, 
naturalmente, ubicar todos los predios, tomar la experiencia en esta materia y seguir en esa dirección, además de evaluar las 
consecuencias de esa realidad para poder seguir avanzando en lo que refiere a calidad y tipos de vivienda. Luego están las 
funciones típicas, que han sido cumplidas eficientemente por el Banco de Previsión Social a través de la Unidad de Promoción 
Social. Se trata, precisamente, de la selección de los futuros ocupantes, jubilados y pensionistas, de esas viviendas, en función de 
los topes que tengan asignados y de las realidades socio-económicas. También se realiza un estudio socio-económico del titular, de 
su familia o su núcleo familiar, para llegar finalmente a seleccionar las prioridades cada vez que haya un lugar para otorgar en 
cualquier parte del país. En ese sentido, el BPS ha tenido una función importante y en forma complementaria con el staff de 
técnicos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, seguramente vamos a poder avanzar en el tema. 


Un aspecto importante refiere a la propiedad de la vivienda, que la ley vuelve a confirmar la prioridad, lo que compartimos 
plenamente. En este sentido, la ley dice que se adjudica la administración a una institución seria, eficaz y que ha funcionado en 
materia de vivienda conjuntamente con el BPS. Me refiero al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
Compartimos dicha adjudicación a esa Cartera pero hubiéramos preferido que la potestad la tuviera siempre el Banco de Previsión 
Social y que pudiera variar el régimen de licitación y adjudicación. Es decir que sin modificar la ley se pudiera tener la facultad de 
manifestar la realidad de la experiencia. Inclusive hemos hablado con los propios técnicos del Ministerio que tampoco creían esto 
necesario y así no se necesitaría en el futuro, si eventuales circunstancias lo ameritaran, tener que modificar la ley en el tema de la 
administración de las viviendas. Esperamos poder tener una buena respuesta en este sentido. 


Otro tema al que me quiero referir ya ha sido expuesto por las delegaciones de jubilados y pensionistas que fueron recibidos en 
esta Casa. Se trata de la presencia y la participación de estas asociaciones de jubilados de todo el país en el nivel de 
asesoramiento y de opinión en temas importantes como ser lugares, tipología, selección, etcétera. Esto no ha sido posible pero no 
descartamos que se pueda utilizar el mecanismo de decretos para habilitar este procedimiento. La presencia de estas asociaciones 
de jubilados así como también de trabajadores y de los sectores sociales sería buena para colaborar con los más nobles propósitos 
de aportar su experiencia zonal, regional y nacional en materia de construcción, calidad, tipología, cantidad y, hasta, adjudicación 
de las viviendas en un sistema en el cual tenemos confianza y abrigamos certeza en cuanto a los mecanismos adoptados. 


Desde ya nuestro agradecimiento por habernos recibido en esta Comisión que ha tenido un extenso trabajo en la diversidad de 
temas que abarca esta Comisión Especial. En este sentido me permito entregarles las ponencias que junto al Director Murro 
presentamos en la Cámara de Representantes y que hemos hecho públicas a través de la prensa. Quiero brindar esta información 
para que quede constancia en esta Comisión lo que seguramente nos ayudará, a título de inventario, en el futuro de los 
acontecimientos. 


Quisiera agregar que en el Directorio del BPS hemos tratado reiteradamente este punto. El propio Presidente me decía esta 
mañana —en una conversación que mantuvimos- que se habían recogido bastante sus planteamientos. Por nuestra parte 
compartimos que la ley dé atribuciones y deslinde claramente las funciones, complementando todo lo que tiene que ver con la 
evaluación y la conformación, que son los dos grandes temas que abarcan la filosofía de construir calidad y cantidad. Seguramente 
este tipo de viviendas en los próximos años podrá ser uno de los más importantes sistemas de habitación por administración del 
Estado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera manifestar que nuestro sector político ha elaborado un aditivo a este Capítulo, el que 
acercaremos a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor representante de los jubilados y pensionistas, al que solicitaríamos 
que nos hiciera llegar las ponencias a las que hizo mención. Asimismo hemos recibido un artículo aditivo del señor Senador 
Michelini el que, junto con el mencionado por la señora Senadora Percovich, en su oportunidad haremos llegar al señor Colotuzzo. 


(Se retira de sala el señor Colotuzzo). 


En el lapso que va desde el final de nuestra entrevista anterior hasta la próxima visita que es la del señor Presidente del Directorio 
de UTE, que será a la hora 17 y 30, la Mesa entiende que podríamos avanzar en la votación de los artículos que tenemos a 
consideración, que son los que forman parte de la Sección l. Concretamente tendríamos que votar los artículos que van del 1* al 7 
y si no hay inconveniente podríamos hacerlo en bloque. 

SEÑORA PERCOVICH.- Deseo solicitar que se vote artículo por artículo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- No hay ningún inconveniente en proceder de esa forma. 

En consideración el artículo 1*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

SEÑORA PERCOVICH.- Quiero solicitar que este artículo se vote desglosado por incisos. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el primer inciso del artículo 2*. 

(Se vota:) 

- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el segundo inciso del artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 6 en 9. Afirmativa. 

En consideración el tercer inciso del artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 6 en 9. Afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de que en la Cámara de Representantes presentamos un artículo, en nuestra 
opinión, mejor que este que acabamos de votar, pero como después el nuestro no resultó aprobado votamos este porque 
entendemos que, a pesar de todo, significa un avance, aunque con las observaciones que en cada oportunidad hemos planteado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 3*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 6 en 9. Afirmativa. 

SEÑOR KORZENIAK.- Quiero confirmar si quedó interpretado que donde dice "al" debía decir "del". 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 6 en 9. Afirmativa. 


En consideración el artículo 5*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 6 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero informar a la Mesa que nuestra bancada tiene sustitutivos para los artículos 4% y 5% y, además, 
tenemos aditivos para todo el Capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que al haberse votado los artículos originales, quedan desechados. 


SEÑORA PERCOVICH.- De todos modos, queremos acercarlos a la Mesa a fin de que puedan ser considerados en el Plenario y 
en la medida en que ellos no resulten aprobados podremos acompañar los que se han votado aquí en Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- La Presidencia entiende, entonces, que el criterio a seguir es elevar los aditivos y sustitutivos al Plenario 
para ser directamente considerados allí. 


Se va a votar la moción formulada por la señora Senadora Percovich. 
(Se vota:) 

- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10 que había sido aplazado. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin querer quitar tiempo a la Comisión voy a presentar artículos sustitutivos que me gustaría que se repartan 
mientras vamos avanzando con otras disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto la Mesa va a repartir los artículos sustitutivos para que sean leídos por los integrantes 
de la Comisión. Por lo tanto, los artículos 10 y 11 quedan aplazados hasta que los sustitutivos hayan sido leídos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ya que estamos considerando los artículos por orden quisiera agregar que nosotros también tenemos 
para presentar artículos aditivos para la Sección ll, los que también vamos a entregar a la Mesa. De ese modo, entendemos que 
dichos artículos pueden ser considerados, tal como ya se ha dicho, directamente en el Plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación vamos a pasar a considerar el artículo 1% de la Sección VII correspondiente a "Viviendas 
para Pasivos". Quizás alguna fuerza política tenga interés en que se considere artículo por artículo y aclaro que para esta Sección 
se han presentado sustitutivos. 


SEÑOR MICHELINI.- En lo personal presenté un aditivo para el artículo que estamos considerando, que quizás podría ser 46 a), 
con el objetivo de que se tome en cuenta. Estoy en conocimiento de las prioridades políticas que existen con respecto a este 
proyecto de ley y creo que nadie se va a engañar en ese sentido. Quiero aclarar que si existiera voluntad para considerar el aditivo 
que he presentado la ley se modificaría y por lo tanto debería volver al ámbito de la Cámara de Representantes. En ese caso, quien 
habla acompañaría el artículo porque salvo algunas observaciones no me merece serias opiniones en contra. Ahora bien, si no 
existe voluntad para ello solicito que se me deje plantear la protesta que manifestaré a través de un voto negativo e incluso 
adelanto que no tengo ningún problema en votar en bloque en forma negativa. Concretamente, lo que propone este aditivo es que 
se cree una Comisión de asesoramiento que esté integrada por pasivos. Creo que no es mucho lo que estamos pidiendo, salvo por 
el hecho de que los señores Diputados tendrían que trabajar durante el verano. Repito que en caso de no ser aceptada la 
consideración del aditivo que he presentado no acompañaré la aprobación del Capítulo en son de protesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sostiene que si no hay oposición de ningún miembro de la Comisión podríamos votar los cuatro 
artículos y después, como lo que se propone es un aditivo y no un sustitutivo podríamos darle lectura. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera agregar a lo señalado por el señor Senador Michelini que nosotros también tenemos un aditivo, 
que tiene una sola diferencia con el presentado por el Nuevo Espacio, que se refiere a que nosotros ubicamos a la Comisión 
Asesora en el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que deben leerse los aditivos antes de votar todo, porque algún Senador lo ha solicitado. 
Posteriormente, votaremos en bloque y cada uno votará como lo entienda conveniente. Aclaro que mi voto de los artículos en 
bloque depende de la voluntad que exista. Si hay voluntad a favor, vamos a votar afirmativamente; de lo contrario, votaremos por la 
negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos ha llegado un aditivo para el artículo 43 presentado por el Encuentro Progresista que dice lo siguiente: 
"El Banco de Previsión Social en uso de sus facultades convocará a una Comisión Asesora, la que contará en su integración con 
representantes de organizaciones de jubilados y pensionistas, a los efectos de dar cumplimiento a las disposiciones previstas en 
los incisos precedentes y en el artículo 45". 


El aditivo presentado por el señor Senador Michelini señala: "El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
en uso de sus facultades convocará a una Comisión Asesora, la que contará en su integración con representantes de 
organizaciones de jubilados y pensionistas, a los efectos de dar cumplimiento a las disposiciones previstas en los incisos 
precedentes y en el artículo 45". 


SEÑOR MICHELINI.- Si hubiera voluntad de parte de la coalición de poner alguna de estas Comisiones u otras, con gusto nos 
allanaríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí existe un problema procesal 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 43, 44, 45 y 46. 
(Se votan:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

Se va a votar el aditivo propuesto por el Encuentro Progresista. 

(Se vota:) 

-3 en 9. Negativa. 

Según lo habíamos entendido, de todas maneras estos artículos van al Plenario. 
Se va a votar el aditivo propuesto por el señor Senador Michelini. 

(Se vota:) 

-4 en 9. Negativa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Antes de pasar a otra Sección, quisiera aclarar que nosotros tenemos en la Sección V un sustitutivo para 
el artículo 33 y un aditivo que haremos llegar a Secretaría, siguiendo el mismo procedimiento que hasta ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los sustitutivos de artículos ya votados pasarán al Plenario en forma directa. 
En consideración el artículo 47, relativo a la fusión de cooperativas de vivienda. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar el Título Il de la misma Sección "Urbanizaciones de Propiedad Horizontal". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 48. 

(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 49. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 50. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 51. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 52. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-5 en 9. Afirmativa.. 

En consideración el artículo 53. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa.. 

En consideración el artículo 54. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 55. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

Se pasa a considerar el Título IV "Modificaciones al Registro de Aspirantes a Viviendas de Emergencia". 
En consideración el artículo 56. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 9. Afirmativa. 

En consideración el artículo 57. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En consideración el artículo 58. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En consideración el artículo 59. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En consideración el artículo 60. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD 


Quedan tres artículos pendientes. Uno de los temas se refiere al gas y lo consideraremos con el señor Presidente de UTE. Sin 
embargo, podríamos votar el artículo 64 de la Sección X "Violación de las Disposiciones Sanitarias", con respecto al cual no hay 
ninguna audiencia. 


Por lo tanto, quedarían pendientes el artículo 63 sobre el cual conversaremos con el Presidente de UTE y el artículo 65 que 
trataremos con el Presidente de ANTEL. Antes de ir hacia atrás para considerar las dos disposiciones pendientes, la Mesa propone 
votar el artículo 64. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de que en régimen de Ley de Urgencia nosotros no votamos las normas vinculadas 
al Código Penal. 


Por otra parte, en relación a esto, señor Presidente, creo que en parte estamos cobrando al grito. Esto puede generar otras 
consideraciones. Quizás estemos dejando aspectos sanitarios en manos de los jueces y eso puede llevar a todo tipo de situación 
cuando no existe una idoneidad específica. Me hubiera gustado estudiar más este tema, sé que la ley tiene su propio derrotero y es 
muy difícil cambiarlo, pero sinceramente, de cambiar algo, creo que deberíamos comenzar por aquí. 


Por lo tanto, me parece mal consejo votar este artículo. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Voy a votar este artículo, pero en honor a la verdad, tenía enormes dudas. Comprendo algunos de los 
aspectos que acaba de expresar en este momento el señor Senador Michelini. Particularmente —quiero que quede constancia de 
esto en la versión taquigráfica- tuve problemas en mi vida con temas sanitarios y sé lo grave que son y los perjuicios individuales 
que ellos pueden acarrear. Además, sé lo que es cantar y cobrar al grito, pero me vuelco a esta posición luego de averiguar que en 
el Código Penal actualmente la situación es peor que la que impone la disposición de esta ley. 


SEÑOR KORZENIAK.- Esto es conocido en el Derecho como las normas penales de policía en blanco. En ellas, en lugar de estar 
la tipificación en la ley, se remite a una tipificación que puede hacer una autoridad administrativa. Esto no sólo es rechazado, sino 
que repugna al Derecho Penal. Las normas penales de policía en blanco, sólo son admitidas en materia económica. En el Uruguay, 
la jurisprudencia es terminante. 


Acá no está tipificado el delito, sino por violar disposiciones de una autoridad competente. Supongamos que un funcionario del 
Ministerio de Salud Pública es delegado del Poder Ejecutivo para hacer decir que causa daño a la salud tal o cual norma sanitaria, 
la violación de esa resolución significa un delito penal; esto es una gravedad jurídica impresionante. Esto no ha sido votado —el 
Encuentro Progresista no lo votó- y siento el deber de dejar constancia que esto en el Derecho Penal es como poner que los Jefes 
de Policía pueden crear delitos por resolución. Es lo mismo, porque la autoridad competente puede ser un delegado del Poder 
Ejecutivo o sea un Ministro o un funcionario del Ministerio designado por él. Entonces diría —aunque no tengo autoridad para dar 
consejos, salvo la que emana de mi calvicie, que tampoco me da ninguna autoridad- que se hiciera una interpretación en el sentido 
de que esas normas de la autoridad competente tienen que estar específicamente basadas en una norma de rango legal; no puede 
ser creado administrativamente. Esta es la idea que yo tengo para mejorar esto. No sé si eso será factible pero, en todo caso, en el 
Plenario puede ser propuesto para ver si es compartida y sin modificar el texto decir algo así. Esto podría significar un avance. 


SEÑORA PERCOVICH.- Aparte de los elementos estrictamente técnicos sobre los cuales no quisiera expedirme, porque no tengo 
conocimiento, quiero dejar sentado que, por lo que puede apreciar en el mismo Plenario de la Cámara de Representantes, quienes 
manejan los temas constitucionales como, por ejemplo, el doctor Bergstein, señaló también esta incompatibilidad que señalaba el 
señor Senador Korzeniak. Además, indicó que se están asimilando un delito con una falta, porque se juntan en la salud humana y 
en la salud animal, o sea en dos grados diferentes de nivel de gravedad. Nos parece que es una lástima que se establezca esta 
disposición y que porque no podemos modificar nada quede algo que no sabemos cómo va a ser interpretado. Lamento que este 
elemento quede de esta forma, ampliando los temas penales y creando delitos, lo que tampoco compartimos. 

SEÑOR BRAUSE.- Estaba prestando especial atención a las consideraciones formuladas por el señor Senador Korzeniak y quiero 
señalar que las comparto, por cuanto es de esencia, de principio, que las normas, en alguna medida, limitan las libertades 
individuales y esa limitación va acompañada por sanciones. Su presupuesto debe estar determinado por la ley. En este caso se 
está incurriendo en una delegación que, a mi juicio, es impropia desde el punto de vista de la técnica y de los principios jurídicos. 
Pero atendiendo la naturaleza del proyecto que estamos analizando y a fin de buscar una solución, me inclino por pensar en alguna 
manifestación que se haga en el Senado, de manera tal que aquellos que se pronuncien en tal sentido concuerden en una 
interpretación que, de alguna forma, armonice con lo que son los principios en esta materia, tan caros para el Derecho. 


Si estamos de acuerdo, podríamos elaborar alguna fórmula en el Senado que alcance los propósitos que señalaba el señor 
Senador Korzeniak y que yo comparto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 64. 
(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión vuelve a los artículos 10 y 11, cuya consideración había quedado pendiente. Además, hay 
dos artículos sustitutivos presentados por el señor Senador Michelini, que serán leídos por Secretaría. 


Léase el artículo 10 sustitutivo. 
(Se lee:) 


"Artículo 10.- La Escuela de Auditores Gubernamentales estará dirigida por un Consejo integrado por 3 miembros: uno del Tribunal 
de Cuentas, uno de la Auditoría Interna de la Nación y un representante de la Junta Económica Financiera creada por la Ley 
Anticorrupción." 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 10 aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se vota:) 
- 8 en 9. Afirmativa. 


Léase el artículo 11 sustitutivo. 


(Se lee:) 
"Artículo 11.- Serán cometidos de la Escuela: 
A.- Diseñar un programa de formación y actualización de Auditores Gubernamentales. 


B.- Incluir en el programa mencionado técnicas modernas de prevención, detección y corrección de fraudes y 
corrupción administrativa en el sector público. 


C.- Operar el sistema de actualización de auditores para la actualización anual de sus conocimientos y 
habilidades. 


D.- Organizar eventos técnicos sobre materias de su especialidad tales como foros o talleres, convocando a 
todos aquellos que presten funciones de auditoría en la Administración Pública. 


E.- Administrar los recursos financieros derivados de las actividades académicas que realizasen de acuerdo 
con el programa anual de actividades y el presupuesto operativo propuesto por el Consejo Académico y 
aprobado por la Auditoría Interna de la Nación." 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 11 tal como viene de la Cámara de 
Representantes. 


(Se vota:) 
-8 en 9. Afirmativa. 


La Mesa aclara que ambos artículos igual irán al Plenario, de modo tal que no se niegue la posibilidad al señor Senador Michelini 
de defender su tesis sobre ellos. 


SEÑOR MICHELINI.- Pediría que por parte de Secretaría o de la Mesa se informara qué artículos no han sido votados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que hay dos artículos pendientes de votación, el 63 y el 65. 

Se pasa a cuarto intermedio para posteriormente recibir a los representantes de UTE. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 15 minutos) 

(Ingresa a Sala la delegación del Directorio de UTE) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta el cuarto intermedio. 

(Es la hora 17 y 37 minutos) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir al Directorio de UTE en pleno, a efectos de tratar el artículo 63 del proyecto de ley que 
estamos considerando. Naturalmente, no se trata meramente de analizar esa disposición; la Comisión ha entendido también 
necesario tener una visión global acerca del tema del gas de modo de encuadrar perfectamente el artículo en su contexto, que 
tiene que ver con el avance en la utilización de este combustible. Adelantamos que en la mañana de hoy escuchamos la opinión del 
señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Ariel Davrieux. 


Léase el artículo 63 del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


"Artículo 63.- Todo comprador de gas natural al por mayor cuyo consumo promedio anual sea no inferior a 5.000 metros cúbicos 
diarios queda habilitado a elegir su proveedor de gas natural entre los agentes nacionales o extranjeros autorizados en el marco de 
los acuerdos vigentes entre la República y otros países e importarlo sin restricción o exigencia de especie alguna, conviniendo 
libremente las condiciones de la transacción sin tener que pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos que determine la reglamentación, a reducir la cantidad mínima de metros cúbicos 
establecida en el inciso primero del presente artículo." 


Tiene la palabra el señor Presidente de UTE. 


SEÑOR SCAGLIA.- Ante todo, queremos decir que, para nosotros, es un gusto estar aquí en la tarde de hoy. Nos acompañan el 
señor Vicepresidente y los señores directores Gabito y González. El señor Director Riani está regresando desde Artigas, donde se 
suscitaron algunos problemas en la presente semana. Están junto a nosotros también el contador Pombo, el ingeniero Cabrera y el 
doctor Alem. 


Nuestra idea es que la gerencia de UTE haga un breve informe acerca de cómo se ha llegado a la negociación en lo que refiere al 
tema del gas. 


Por nuestra parte, para que este proyecto de contrato de compra de gas —que expusimos días pasados en el ámbito parlamentario- 
fuera viable, uno de los puntos básicos a considerar era, justamente, el no pago de un canon por la importación del gas, porque si 
no, directamente los números establecidos en el proyecto no iban a dar. En ese sentido, se trata de una iniciativa muy justa y, 
además, lo más importante de la misma es que permite la llegada del gas al sur del país. 


Así pues, le cedería la palabra al contador Pombo quien presidió el grupo de negociación a lo largo de los últimos 15 meses; dicho 
grupo estuvo integrado también por los señores ingeniero Cabrera y doctor Alem. Luego, pasaríamos a tratar de responder las 


preguntas que los señores Senadores deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al contador Pombo, la Presidencia desea dejar constancia de que ya escuchamos 
la opinión con respecto a este tema del nuevo Presidente de ANCAP. Esa fue una de las primeras entrevistas que mantuvo esta 
Comisión, y lo expresado consta en la versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑOR POMBO.- Trataremos de ser lo más breve posible. 


Ante todo, pasaremos a describir, más o menos, la situación del gasoducto Cruz del Sur. En el año 1999, el Poder Ejecutivo firmó 
un contrato de concesión con un consorcio integrado por tres empresas, British Gas, Pan American y Wintershall, para la 
construcción y operación de gasoducto entre Punta Lara y Montevideo. En esa licitación, el Poder Ejecutivo expresa que lo que 
quiere es que se construya un gasoducto que le permita transportar, en definitiva, a lo largo de los años, unos 5:500.000 metros 
cúbicos. Entonces, lo que hace el Poder Ejecutivo es llamar a una licitación para ver quién está dispuesto, cobrando determinada 
tarifa —que en la licitación llamó "canon"- a construir ese gasoducto. El que se presentara a dicho llamado, sabía de antemano que 
había dos contratos de compra de transporte, que estaban al firme. Uno era de ANCAP, que estaba dispuesta a comprar 1:500.000 
metros cúbicos de transporte por el término de 15 años, y otro era de UTE, que estaba dispuesto a comprar 500.000 metros 
cúbicos de transporte al firme. 


De alguna manera, se abrió esa licitación y la empresa ganadora fue la del consorcio que yo había mencionado anteriormente, 
integrado por tres empresas. Básicamente, lo que sucedió fue que el valor que presentaron de tarifa para construir el gasoducto, 
por lo menos en UTE, no lo esperaba nadie. Nosotros considerábamos que la inversión podía estar en este gasoducto y, según las 
estimaciones que habíamos hecho, estaba en alrededor de los U$S 120:000.000. Para rescatar esa inversión se necesitaba una 
tarifa aproximada de U$S 0,45 por millón de BTU, que fue un valor muy cercano al que ofreció la firma que salió en segundo lugar. 
Sin embargo, resulta que el consorcio que gana la licitación presenta un valor de U$S 0,15 por millón de BTU para construir este 
gasoducto. Si hacemos algunas cuentas, podemos observar fácilmente que en lugar de rescatar el valor del caño, o sea, los U$S 
120:000.000 que tenía que invertir -con una proyección a 15 años, un valor de tarifa fijado y considerando únicamente los contratos 
de UTE y de ANCAP, más algún crecimiento de un total de 500.000 metros cúbicos que podría darse a lo largo del tiempo- la firma 
estaba rescatando alrededor de U$S 40:000.00 o U$S 42:000.000. Entonces, parece muy claro que la intención de la firma no era, 
a través del cobro de esta tarifa, rescatar la inversión del gasoducto de Montevideo. Obviamente, ellos dijeron varias veces que su 
intención era ir al sur de Brasil y que el caño a Montevideo lo estaban realizando como algo necesario para poder llevar a cabo su 
proyecto definitivo que era llegar al mercado de Río Grande do Sul, cuya demanda podemos estimar en 12:000.000 o 14:000.000 
de metros cúbicos de gas por día. Es así que nos encontramos con una tarifa muy barata. Lo que sucede después es que este 
proyecto de ir a Brasil se ve retrasado por una cantidad de condicionantes. En ese sentido, hay una lucha de tres gasoductos 
distintos por ver quién llega primero al sur de Brasil. Entonces, ellos necesitan, de alguna manera, lograr anclar el proyecto de 
Montevideo, que no lo hacían únicamente con los contratos de compra de capacidad de transporte de UTE y ANCAP. Como decía 
anteriormente, con esos contratos rescatan —a lo largo de 15 años y descontado a una tasa de un 12%- alrededor de U$S 
40:000.000 o U$S 42:000.000. No conozco ninguna empresa que esté dispuesta a invertir U$S 120:000.000 para rescatar U$S 
42:000.000. Por lo tanto, para anclar el proyecto necesitan, además, que alguien —en este caso es UTE, porque es el único que 
está en condiciones de hacerlo aquí- le haga directamente el contrato de compra de gas a él. De alguna manera, nos enfrentamos 
con el tema de que el gasoducto llega a Montevideo siempre y cuando pueda haber, además de la concesión que había hecho el 
Poder Ejecutivo, un contrato de gas que a ellos les amerite buscar esto, para lograr redondear lo que era el negocio del gasoducto 
a Montevideo. Entonces, aquí empiezan los problemas porque, en definitiva, más que hacer un contrato de gas había que hacer 
tres. Uno era un contrato de gas a boca de pozo; otro de transporte de ese pozo —en este caso pueden ser dos las posibilidades: 
sacar gas de la Cuenca Neuquina, que es una de las grandes cuencas de gas argentino, o sacarlo de la Cuenca Austral, que es 
donde ellos tienen propiedad en determinados pozos de gas- para llevar ese gas hasta Buenos Aires. Recordemos que en 
Argentina, cuando se dio en concesión el transporte de gas, quedaron dos zonas claramente definidas; una al sur de Buenos Aires, 
donde el concesionario es Transportadora de Gas del Sur, TGS, y otra al norte de Buenos Aires, donde el concesionario es 
Transportadora de Gas del Norte, TGN. O sea que hay que hacer contrato de gas a boca de pozo, contrato de transporte hasta 
Buenos Aires y, como la licitación del Poder Ejecutivo parte de un punto que se llama Punta Lara, hay que construir también en la 
República Argentina, un caño que una el último punto donde llega el gas con Punta Lara. Se trata de un tramo de unos 39 
kilómetros, que es el que falta construir. Es decir que lo que hubo que hacer fue un contrato que incluyera, a su vez, tres contratos: 
contrato de gas a boca de pozo, contrato de transporte hasta Buchanan por el sistema de gasoducto ya existente en la República 
Argentina y un contrato que hiciera un "link" para hacer un caño que uniera Buchanan con Punta Lara. A partir de allí, sí empieza el 
caño que fue adjudicado por la licitación que de alguna manera hizo el Poder Ejecutivo. 


Entonces, si para anclar este proyecto teníamos que hacer un contrato de compra de gas, debíamos tratar de lograr hacer un 
contrato de compra de gas de forma tal que, metido en alguna central de generación que estuviera ubicada en Montevideo —porque 
la condición del Poder Ejecutivo era un gasoducto que llegara a Montevideo- pudiera ser capaz de generar energía a un valor que, 
comparado con el que nosotros podemos tener en Argentina, nos permitiera rescatar la inversión y obtener una razonable tasa de 
retorno. En cualquier otra situación, lo que estábamos haciendo era obtener generación de energía eléctrica más cara que lo que 
nos podía salir en Argentina. Esta decisión escapa a la que nosotros podíamos tomar como empresa. Esa decisión la puede tomar 
el Poder Ejecutivo como parte de una política energética, pero nosotros como empresa no podemos castigar a ninguno de nuestros 
consumidores tratando de generar un valor más caro de aquel al que podemos acceder comprándoles a los 43 generadores que 
tiene el mercado argentino. 


Entonces, para que eso fuera así, nosotros ya sabíamos de antemano de cuánto tenía que ser el valor del precio del gas puesto en 
Montevideo y que no podía superar los U$S 2 por millón de BTU, porque con un valor de alrededor de U$S 2 el millón de BTU —la 
BTU es una Unidad Térmica que no viene al caso definir ahora- nosotros podemos estar generando energía con una central de 
ciclo combinado —que es el proyecto que UTE quería llevar a cabo- de alrededor de U$S 13 o U$S 14 el megavatio- hora. Estos 
U$S 13 o U$S 14 el megavatio-hora de costo de generación comparados con los U$S 26 o U$S 27 a que podemos comprar 
accediendo al mejor precio del mercado argentino —cabe aclarar que estamos hablando de un precio al que aún hoy nos es difícil 
obtener- es decir suponiendo que somos un agente más de dicho mercado y podemos comprar como cualquiera de ellos, esa 
diferencia entre U$S 14 y U$S 27 nos tendría que permitir repagar una inversión que va a rondar los U$S 100:000.000 o U$S 
110:000.000 y obtener una tasa de retorno potable para la empresa. Además, hay que tener en cuenta que estábamos con un 
proyecto que calzaba muy justo porque aún así la tasa de retorno obtenida en esas condiciones que estoy diciendo no supera el 


9.5%. Incluso, estaríamos en ese porcentaje siempre y cuando obtengamos una serie de beneficios que implican que el Poder 
Ejecutivo declare de interés nacional este proyecto y así se pudiera estar exonerados de una cantidad de impuestos de 
introducción de maquinaria al país. Entre otras cosas, cuando firmamos esto le dijimos al Poder Ejecutivo que tampoco debería 
incluirse esa tasa que estaba fijada en U$S 2 por cada mil metros cúbicos y se regía por un decreto del Poder Ejecutivo por el que, 
de alguna manera, había que pagarle a ANCAP por el servicio de introducción del gas al país. Cuando estamos hablando de tener 
una tasa de 9.5% hay que tener en cuenta que el costo del dinero para nosotros se ubica entre el 7.5% y el 8%. Más aún, en este 
caso vamos a pedir financiamiento y entonces estaremos en el 8%. En términos netos y haciendo cuentas muy groseras nos 
podemos quedar con un 1.5% de retorno sobre el total de la inversión. Ese porcentaje sobre el total de una inversión grande como 
la que estamos haciendo aquí significa que estamos hablando de un retorno de no más de U$S 1:500.000 o U$S 2:000.000. 
Entonces, cualquier cifra que nosotros manejemos, tal como pide ANCAP, que nos lleva alrededor de U$S 830.000 por año lo que 
está haciendo es quitarnos un 50% de las utilidades que tendría que darnos este proyecto. Por otra parte, hay tres o cuatro 
consideraciones adicionales que quisiera formular. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que esta explicación se está dando de una forma demasiado rápida y nosotros no estamos lo 
suficientemente interiorizados en el tema como para seguirlo. Según pude entender, la licitación que realiza el Poder Ejecutivo está 
vinculada a la construcción del gasoducto. 


SEÑOR POMBO .-- Efectivamente, así es. Se trata de un caño que va desde Punta Lara a Montevideo. 
SEÑOR GALLINAL.- Además, entiendo que para quien lo construya esto supone la posibilidad del transporte. 


SEÑOR POMBO.- Lo que se va a cobrar es un peaje por cada mes que pasa un metro cúbico de gas, por año, y lo que se le está 
pidiendo a la persona que se presente a la licitación es que cotice cuánto quiere por ese metro cúbico de gas a los efectos de 
construir este caño. Podemos ilustrar esto de la siguiente manera: es como si yo dijera que quiero construir una carretera entre 
Montevideo y Punta del Este, distinta a la que existe ahora. Entonces, quiero saber en cuánto quiere que fije el peaje a los efectos 
de que la carretera se construya. Es así que para acotar ese riesgo el Poder Ejecutivo estableció un contrato por el cual UTE y 
ANCAP van a comprar 2:000.000 de metros cúbicos de transporte todos los días del año durante quince años. O sea que el cálculo 
que está haciendo quien se presenta a la licitación es que al tener ese aspecto firme y seguro puede analizar cual es la expectativa 
que tiene de que, además de eso que tiene seguro, haya demandas adicionales y de terceros, como pueden ser las de empresas 
que utilicen el gas como insumo para su producción o las empresas de distribución con respecto al crecimiento del consumo 
básicamente residencial. Entonces, jugado por esas expectativas, después que quien licita arma el escenario de acuerdo a su 
evaluación del riesgo podrá definir cuál es la tarifa que quiere para construir el caño. Así, efectivamente, lo hicieron cada uno de los 
oferentes que se presentaron a la licitación y el adjudicatario era aquel que ofreciera la menor tarifa por metro cúbico a los efectos 
de la construcción del caño. 


SEÑOR GALLINAL.- Después vienen las etapas adicionales a las que el contador Pombo hizo referencia en cuanto a los tramos 
de gasoducto para ir al pozo y para llegar hasta Punta Lara. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo con lo que se ha explicado había una expectativa no sólo en el mercado uruguayo sino también 
en el brasileño. Por tal razón, se explica que el precio sea tan bajo. Efectivamente, se apostaba a que esto sólo sea un lugar de 
paso, llamémosle así, aunque, naturalmente, con dos compradores importantes. Entonces, por lo que pude entender, al caerse la 
certeza que existía en el mercado brasileño la empresa empieza a tirarse para atrás y hay una ofensiva de parte de UTE en el 
sentido de decir que a ese precio le puede convenir comprar La Tablada —u otra refinería que se construya- si puede consumir un 
nivel de gas que nos determine un precio de energía eléctrica menor al del mercado argentino. 


SEÑOR POMBO.- Los señores Senadores pueden observar el plano del sistema de gasoductos en Argentina. Allí pueden verse 
tres grandes cuencas de gas y una más pequeña. Ellas son: la cuenca austral que, precisamente, se ubica bien al sur y aparece en 
color verde; la que aparece en azul que es la del Golfo de San Jorge —que no es tan grande, aunque allí lo parece-; la que se 
puede ver en color amarillo, que es la gran cuenca de gas de Neuquén y por último la norte que se ubica en la frontera con Bolivia. 
Existe toda una red de gasoducto que, precisamente, lo que transporta es el gas de cada una de las cuencas hacia el gran centro 
del consumo que es Buenos Aires. Entonces, si uno compra gas a precio de pozo, cualquiera sea la cuenca de la que uno está 
trayendo el gas, lo que tiene que hacer además es un contrato de transporte para llevar ese gas hasta el punto hasta donde eso se 
va a interconectar con el gasoducto que viene a Uruguay. Asimismo, quiero decirle a los señores Senadores que es tan o más 
importante o difícil hacer el contrato de transporte que el contrato de gas a boca de pozo. Esto es así por una sencilla razón que 
puede entenderse fácilmente. Cuando aparecieron en la prensa una serie de discrepancias entre el Poder Ejecutivo y UTE debido a 
que UTE y ANCAP no definían si querían comprar o no, en realidad el problema era mucho más simple de lo que se pensaba. Una 
central de generación térmica, salvo que tenga un contrato firme del otro lado, no va a operar nunca los 365 días del año. Si uno 
hace la proyección, jugando con los escenarios que podemos tener de incremento de demanda en el Uruguay, veremos que hoy la 
central térmica, con un costo de generación como el que estábamos hablando —es muy importante el costo para saber cuándo esa 
central térmica entra al despacho- no va a funcionar en media más de 235 días por año. Con esto quiero decir que si yo hago un 
contrato de compra firme por los 365 días del año de transporte voy a usar ese contrato, que pago todos los días del año, nada 
más que 235 días. Por lo tanto, mi costo de transporte va a subir en un 60% o 70%. Entonces, lo que había que hacer aquí era un 
contrato de transporte tal que me permitiera pagar el transporte solamente en los días en que lo voy a usar. Evidentemente, con 
una probabilidad de uso de 235 días por año nunca puedo contratar un transporte firme por los 365 días del año, porque van a 
haber 130 días al año en que voy a tener contratado el transporte sin usarlo. Ese es un dato fundamental porque cuando el Poder 
Ejecutivo anterior nos dice que UTE quiere hacer generación nosotros decimos que efectivamente es así. Lo que ocurre es que lo 
que UTE está necesitando no es un contrato de transporte firme sino uno interrumpible. Básicamente, el inversor, cuando invierte, 
lo que quiere es obtener un contrato de transporte firme. 


Esto que se hizo, donde ANCAP tiene 1:500.000 metros cúbicos de transporte, es un contrato que ANCAP va a pagar los 365 días 
del año. Cuando UTE consuma, en una central como la que estamos proponiendo, vamos a necesitar 1:750.000 metros cúbicos de 
gas y, por ende, de transporte del mismo. Sin embargo, lo vamos a usar 230 días del año en media, porque dependemos de cuál 
sea el régimen hidráulico para saber cuál será el régimen térmico. Si estamos en un año hidráulicamente muy bueno, en vez de 
235 días que es la media, tal vez lo usemos 120, 130 o 150 días; si, por el contrario, nos encontramos en un año hidráulicamente 
malo, quizás tengamos prendida la central 300 o 315 días. Se puede observar que, en media, el despacho de esta central será de 
alrededor de 230 días. Por lo tanto, lo que UTE necesita para no recargar el precio de sus tarifas es tratar de conseguir un contrato 


de transporte en el que paguemos únicamente aquellos días en los que realmente se use dicho transporte. Por lo tanto, para 
nosotros era básico realizar un contrato de transporte en Argentina por el cual en lugar de que UTE pagara el transporte al firme, 
pudiera contratarlo de forma interrumpible. Además, se trató de obtener un descuento en la tarifa de transporte. Tanto el gas como 
el transporte en la Argentina están tarifados o, por lo menos, existen indicadores del precio del gas en los que se hace un promedio 
del precio de las cuencas. Si UTE hubiera pagado el precio del transporte tarifado, este proyecto sería inviable. Por eso UTE trató 
de modelar la demanda de tal manera de ver cuáles eran los días de mayor probabilidad de ocurrencia de demanda de transporte 
de acuerdo con la historia que nosotros tenemos y las proyecciones hacia el futuro. Buscamos pagar 235 días de transporte y 
obtener un descuento importante en las tarifas del mismo. 


Todo lo anterior se puede lograr por una sencilla razón que, si los señores Senadores me permiten, paso a relatar. En el Uruguay 
vamos a tener como distribuidores de gas a Gaseba en Montevideo y a Conecta en el resto del país, mientras que en Buenos Aires 
hay tres distribuidores -al privatizar la distribución de gas en Buenos Aires, el Gobierno argentino delimitó tres zonas- que, de 
alguna manera, tienen la obligación de contratar transporte firme para cubrir su pico de demanda que, generalmente, se da en 
invierno, que es cuando el gas es empleado para calefacción además de sus otros usos. Por lo tanto, los tres distribuidores de 
Buenos Aires deben contratar transporte firme para cubrir la máxima demanda que, básicamente, se va a dar el día más frío del 
invierno. Esto quiere decir también que durante nueve o diez meses en el año tendrán contratado transporte firme que no van a 
usar. Eso es lo que normalmente hacen los generadores. Se va creando un mercado secundario de transporte y el generador 
busca contratar lo que el distribuidor no usa, porque puede obtener ventajas importantes. La alternativa del distribuidor es que igual 
lo pagó y un valor que obtenga por ello, igualmente le dará una ganancia. De esa manera, UTE consiguió obtener sobre los precios 
tarifados un 43% de descuento sobre el transporte que contrata para trasladar el gas de la cuenca austral o de la neuquina —es 
independiente y puede transportarlo desde ambos pozos- hasta Buenos Aires. 


En resumen, nosotros conseguimos un precio de gas a boca de pozo que siempre va a estar en un 94% de lo que es el precio de 
cuenca, que es donde tenemos los contratos más grandes y se va tomando la media. Sobre los precios de media que aparecen 
publicados mensualmente, tenemos un 6% de descuento, por lo que pagamos un 94% del precio. Además, en el precio del 
transporte hasta Buenos Aires tenemos un descuento del 43% sobre los valores de las tarifas y, en la construcción del caño, 
después de tener alguna oferta que rondaba los U$S 40:000.000 o U$S 45:000.000, les cambiamos el escenario y planteamos que 
nosotros construiríiamos dicho caño, por lo que el dinero sería aportado prácticamente todo por UTE. Además, en ese aspecto, no 
teníamos otra alternativa porque no se nos acercó nadie para construir el caño, ni público ni privado, ni privado ni público. De esa 
manera, logramos que el caño quede en un total de U$S 16:700.000 con algunos imprevistos que pueden surgir. Con el 94% del 
valor del precio de gas en cuenca, un descuento del 43% en la tarifa del transporte en la red de gasoducto ya existente —en el 
tarifario argentino- y un caño que va a costar U$S 18:000.000, de los que UTE va a pagar el 87.5% -teniendo en cuenta que 
estamos hablando de caño, más estación porque para llegar a Montevideo el gas necesita ser bombeado- llegamos a un valor tal 
que, sumado a lo que tenemos que pagar de tarifa en el gasoducto Cruz del Sur, estará en el orden de U$S 2,03 MBTU. 


Nosotros realizaríamos una inversión de alrededor de U$S 110:000.000 o U$S 120:000.000, para hacer una central de ciclo 
combinado. Este tipo de central tiene un ciclo a gas y, como se está aprovechando un 33% o 34% del poder calorífico del gas, el 
67%o 66% restante va a la atmósfera y, si se vuelve a entubar ese calor, se calienta agua que produce vapor y éste mueve una 
turbina del ciclo de vapor. El rendimiento de esta central es doble porque se suman el del ciclo del gas y el del ciclo del vapor con la 
misma unidad de calor que está entrando al sistema. Se obtiene un rendimiento del 54% o 55% por cada unidad, mientras que en 
una central de ciclo abierto como La Tablada el rendimiento asciende al 31%. Eso hace que, básicamente, el costo de generación 
baje alrededor de un 50% o 52% y que en Uruguay podamos generar a U$S 14, lo que era impensado hasta hace tres o cuatro 
años. Esos U$S 14, comparados con los U$S 27 y la inversión de U$S 110:000.000, hacen que tengamos una tasa de retorno de 
9.5% . 


SEÑOR DE BOSIMENU.- ¿El ciclo combinado es para la Central Batlle o para esta y La Tablada? 


SEÑOR POMBO.- Nosotros estamos pensando —y así hemos largado el proyecto a la calle porque la licitación se va a abrir el 9 de 
febrero- en tratar de combinar el ciclo de la Sexta Unidad de la Central Batlle. Esta decisión la habíamos tomado hace tiempo, a 
raíz de algunos estudios que habíamos hecho con una Consultora, que nos señalaba que era la unidad más apta para combinar el 
ciclo. La Central Batlle, básicamente, es a vapor. Usamos el combustible, que es fuel, para producir vapor y con éste movemos la 
turbina. Hacer un ciclo combinado implica usar parte del ciclo de vapor de la sexta unidad y agregar todo el ciclo de gas. La 
inversión pensamos que puede rondar en lo que ya hemos mencionado. Además, pusimos como alternativa construir una unidad 
totalmente nueva. Eventualmente, después de abiertas las ofertas, evaluaremos cuál es la mejor de las dos alternativas. Si nos 
dicen que combinar estos ciclos cuesta U$S 120:000.000 y hacer una unidad totalmente nueva, U$S 135:000.000 o U$S 
140:000.000, quizá nos decidamos por esta última opción. De cualquier manera, lo que nosotros buscamos es tener un rendimiento 
de 53% o 54%, combinando la sexta unidad o haciendo una totalmente nueva y esto nos va a permitir, por el valor del gas, generar 
a U$S 14 el megavatio/ hora. 


Quisiera referirme a dos aspectos antes de entrar directamente al texto del artículo propuesto. Anteriormente, señalé que este 
proyecto está muy justo. Está entrando, prácticamente, con una tasa de retorno del 9.5%. Con el costo del dinero en tasas de 
alrededor del 7.5% u 8%, nos queda un retorno muy bajo, pero queda retorno y esto, de alguna manera, viabiliza definitivamente la 
entrada de gas a Uruguay y básicamente a Montevideo. 


¿Qué pasa, entonces, con esta tasa que ANCAP, buscando proteger los intereses de la empresa, la ha defendido a capa y espada? 
Lo que ocurre es que esta tasa afecta directamente el retorno de nuestro proyecto. Si a UTE le pudieran quedar U$S 30:000.000 o 
U$S 40:000.000 —estas son cifras disparatadas que hemos visto por ahí, que no sé de dónde salen- sería otra historia, pero el 
verdadero retorno es el que estamos mencionando aquí. Si uno dijera que alrededor de U$S 700.000 u U$S 800.000 es lo que se 
lleva ANCAP, se podría compensar porque, en definitiva, todos formamos parte del Estado uruguayo, pero lo cierto es que nosotros 
no tendremos un retorno que supere los U$S 1:500.000 o U$S 2:000.000 por año. Reitero que la tasa de ANCAP a la que nos 
referimos es de U$S 820.000. 


La paradoja aquí es mucho peor, porque en cuanto al mercado de energía eléctrica, Uruguay está desmonopolizado. En todas 
partes del mundo —no conozco una sola excepción- lo que se libera es el mercado de generación y tanto la transmisión como la 
distribución son siempre monopolios en una determinada zona. Uno podrá discutir si el monopolio es público o privado, pero en 
todos lados son monopolios. Por ejemplo, en Argentina hay una sola empresa de transmisión, que es TRANSENER, es decir que 


se trata de un monopolio privado, pero monopolio al fin. En Buenos Aires hay básicamente dos zonas en que se dividió la 
distribución de energía: EDENOR y EDESUR, una al norte y otra al sur. En esas zonas hay monopolios y lo que se abre en el 
mercado eléctrico es el mercado de generación. ¿Qué es esto? Es decir, entre otras cosas, que puede entrar a generar cualquier 
agente que quiera hacer una inversión en el país. Pero además de eso significa que, de alguna manera, se van a ir definiendo 
determinados clientes que pueden optar por el generador que deseen. Si uno dice que en Uruguay no hay nada más que un 
generador que es UTE, no existe libertad de optar, lo que constituye un grave error. 


Nosotros estamos interconectados con Argentina con líneas que permiten transportar 2.000 megavatios y para que tengan una idea 
la demanda en punto de Uruguay es de alrededor de 1.460 megavatios. Esto quiere decir que con las líneas de transmisión que 
tenemos con aquél país —y no quiero entrar ahora a otras consideraciones- podríamos intercambiar o comprar toda la energía que 
necesitamos. Es por esta misma razón, que los clientes que ya son libres en Uruguay — y lo son todos aquellos que tienen una 
potencia contratada de más de un megavatio, porque así fue definido en una primera instancia por la reglamentación- pueden optar 
entre comprar energía a UTE, a los 43 generadores que tiene el mercado argentino o a los dos comercializadores que ya tiene. 
Esto significa que en generación ya estamos compitiendo y si los grandes generadores no se han ido a comprar allá, habrá que 
preguntarles las razones por las que actuaron así, pero no es porque ya no estén dadas todas las condiciones aquí en Uruguay 
para que lo puedan hacer. 


Entonces, de alguna manera la empresa está en competencia con los 43 generadores del mercado argentino y yo, gran 
consumidor, puedo ir a comprar allá y sin embargo no pago un solo peso de impuestos por introducir la energía acá. Pero cuando la 
empresa, que de alguna forma está en competencia con las otras empresas de generación que están en el mercado argentino, 
tiene que importar materia prima para generar energía eléctrica para poder competir con la energía que está en el mercado 
argentino, vamos a tener que pagar sobre el gas una tasa, estableciéndose una desigualdad en ese sentido. 


Por lo tanto, nos está introduciendo en un mercado en donde para producir energía eléctrica aquí , como generador tengo que 
pagar esa tasa y, sin embargo, un gran consumidor cualquiera que quiera comprar energía allá, puede importarla libremente sin 
pagarla. 


SEÑOR BRAUSE.- Cuando usted habla de tasa ¿se refiere al gravamen a la importación? 


SEÑOR POMBO.- Estamos hablando de la tasa de U$S 2 por cada decámetro cúbico de gas de transporte. Cualquiera que 
importe gas va a pagar U$S 2 por cada mil metros cúbicos de gas. 


SEÑOR BRAUSE.- Salvo que se sancione esta norma. Vuelvo a la pregunta ¿usted se está refiriendo al gravamen a la 
importación? 


SEÑOR POMBO.- Lo que digo es que no se sancione lo que está aquí. 
SEÑOR BRAUSE.- Pero hoy en día la norma existe. 


SEÑOR SCAGLIA.- Concretamente UTE - y en esto vamos a dar una visión país- tiene interés en que se sancione el artículo 63 tal 
como fue aprobado por la Cámara de Representantes, a los efectos de poder generar energía eléctrica aquí. 


Trataré de hacer un resumen sobre lo que estaba diciendo muy claramente el contador Pombo. Hace dos años atrás tuvimos que 
determinar si generábamos aquí, teníamos generación propia en el país. Ahora hablo como ave de paso que uno es en la 
administración de las empresas públicas, sin el apasionamiento que tiene el contador Pombo como Gerente General de ese Ente, 
sino también mirándolo desde el punto de vista del interés que tiene para nuestro país. Es decir que éramos autosuficientes, 
teníamos generación propia —dado que teníamos limitaciones- o éramos dependientes de la República Argentina. Procuramos, una 
vez aprobada la ley de marco regulatorio, renegociar las condiciones de intercambio con Argentina y poder ingresar a dicho 
mercado como si fuéramos -lo decía el contador Pombo- un agente más del mercado. Mejoramos esas condiciones de mercado y 
de más de U$S 40 que pagábamos un megavatio, durante el año pasado después de negociar muchísimo y en plena sequía, 
logramos firmar contrato por U$S 27. Pero a Argentina, que tiene problema de transporte, fundamentalmente de transmisión se le 
hace difícil exportarnos la energía cuando UTE la necesita y en cantidades determinadas. Ante ello y analizando declaraciones 
públicas que habían formulado integrantes, socios de gasoducto Cruz del Sur, acerca de que el gasoducto no se hacía y que aquí 
no había una planta de generación, el Directorio de UTE nombró un equipo de negociadores que presidía el contador Pombo que 
llevó adelante una ardua negociación durante más de 15 meses, para lograr las condiciones que él mencionaba, de un 6% en el 
precio del gas —esa fue la paramétrica que se tomó- un 43% de descuento en el transporte, tener transporte seguro en la Argentina 
durante 315 días al año, pagando por 235 días y el 87,5% de utilización del link por toda su vida útil. Además de ello, UTE y 
Uruguay tienen la posibilidad, en caso de ampliación de ese link por estaciones de compresión, porque el gasoducto sigue a Brasil, 
de invertir en la misma proporción que tiene hoy la utilización del link en condiciones muy favorables que nos permiten generar — 
como muy bien lo decía el contador Pombo- a U$S 14, un megavatio de energía, cuando hoy hacerlo a fuel oil en la Central Batlle 
nos cuesta más de U$S 35, sin contar La Tablada, en donde el costo es de más de U$S 70. 


En resumen, hemos decidido tener la generación en nuestro país, ya que ello nos da independencia en materia de generación de 
energía, pero además lo haremos a un precio competitivo en la región y no sólo en nuestro país. Asimismo, esto es muy importante 
para Uruguay, porque estamos permitiendo la llegada del gas natural al sur del país, es decir que traemos a nuestra competencia y 
a su vez nos va a permitir generar y poder volcar esas ventajas en las tarifas, en beneficio de todos nosotros. 


Por todas estas razones, para UTE y para Uruguay es indispensable que el artículo propuesto por el Poder Ejecutivo, que ha tenido 
algunas modificaciones y ha sido aprobado por la Cámara de Representantes, sea votado también por el Senado de la República. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece muy bien que el gas venga al Uruguay y todo esfuerzo es bueno para lograrlo. 


Tengo alguna observación con respecto al artículo, que la plantearé en su oportunidad, aunque no depende de lo que ha expuesto 
la UTE, ya que creo que esta disposición está bien inspirada. Pero si la ecuación económica depende de que se apruebe ese 
artículo o no, me surgen otras dudas que no están directamente relacionadas con el artículo, sino con la ecuación que con tanto 
esfuerzo ha logrado UTE, que quizás debería ser de todo el país. 


Si el Parlamento decide no votar ese artículo y el gas no llega al Uruguay —o por lo menos a esta parte del sur- nos preguntamos si 
no debería haber habido un subsidio de parte del Estado a UTE para que pudiera realizar la operación. 


De cualquier manera me surgen algunas inquietudes. 


En primer lugar quisiera saber si La Tablada se va a poder convertir a gas; parece que sí. De todos modos, si no se tienen todas las 
respuestas ahora, luego por escrito se podrían hacer llegar. 


La segunda interrogante apunta a lo siguiente. Aquí se ha dicho que vamos a poner el 87% del costo del caño. No sé de qué 
cantidad de gas al año hablamos, independientemente de que sea móvil, pero hay 500.000 metros cúbicos que sí son firmes día a 
día. 


SEÑOR POMBO.- Hablamos de transporte. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto, pero eso no es lo que sería el segundo contrato en sus tres modalidades. De todos modos, 
reitero, si ponemos el 87% del precio del caño que transporta, independientemente de que sea móvil, ¿por qué no tenemos un 
pedazo de transporte? Quizás hay miles de observaciones para que esto sea así, pero estamos poniendo el dinero. 


La tercera pregunta es la siguiente. Hacemos contratos de gas a boca de pozo, pero no sé si dicho contrato tiene un volumen fijo 
anual, aunque no sea diario, semanal o mensual. También podemos tener excedentes de gas a fin de año y, en ese caso, me 
gustaría saber qué se hace con ese gas. 


Por otro lado, ¿en cuánto se endeuda UTE? Si ese gas no se consume pasa un período de gran movimiento de lo hidráulico, ya 
sea a nivel de Río Negro o de Salto Grande. Puede darse la paradoja de que tenemos que producir energía por gas y a la vez 
vender energía hidroeléctrica a Argentina para consumir, porque no tenemos otros compradores y a esa energía la tenemos que 
Usar, porque si no se pierde. 


Otra pregunta. ¿Puede venir un competidor, usar ese transporte que no es nuestro, generar energía aquí y venderla acá? Quizás 
esto pueda estar muy bien o muy mal pero, ¿hay alguna prohibición al respecto? 


Por otra parte, se está poniendo el 87% del caño. Si bien no sé cuáles fueron las objeciones para que esta empresa llegara a Brasil 
-dieron un precio bajo para llegar a Uruguay como forma de pasar a ese país por lo que se ve que tienen una inversión grande, 
pero quizás haya objeciones jurídicas o de licitación en terreno brasileño- y además casi les estamos dando —dicho esto entre 
comillas- toda la inversión aquí, ellos podrían poner algo, ir a Brasil y nosotros obtener un rédito. 


Por último, si bien esto no tiene que ver con la referencia del artículo, la ecuación es tan delicada que del mismo me surgen todas 
estas preguntas. ¿Qué pasa si se desploman los precios en Argentina? Sé que el gas es relativamente estable a la hora de 
generar, pero puede ocurrir que haya un par de inviernos no tan desagradables y que se cayera el precio del gas o del transporte 
en Argentina. En ese caso, tendríamos una generación de energía eléctrica en Argentina más baja o que se adoptara la decisión —a 
mi entender desacertada- de seguir adecuando las usinas nucleares. Teóricamente van a cerrar en algún momento, pero puede 
darse que decidan licitarlas. 


En una palabra, si se desploma el precio de la energía en la Argentina, ¿esta ecuación da? ¿Alcanza con U$S 29 del gas? Todas 
estas son las preguntas que se me plantean, señor Presidente. 


SEÑOR SCAGLIA.- Como sabemos que los señores Senadores tienen poco tiempo, vamos a tratar de responder brevemente. 


El señor Senador Michelini hablaba si sería oportuno que esta inversión —dado que en el marco de la inversión los números son 
bastante ajustados- la tomara UTE como tal o que hubiera un subsidio del Estado. Lo que nosotros decimos en UTE y la política 
que estamos procurando llevar a cabo —y así lo estamos haciendo- es que todas las inversiones tiendan a la creación y no a la 
destrucción de valor. Quiere decir que todas deben tener un retorno positivo y esta inversión lo tiene. Lo que no queremos es 
ajustarla más y precisamente por eso es que pedimos, entre otras cosas, la declaración de interés nacional, poder comprar el 
transporte interrumpible y el canon o tasa de U$S 2 que ya se pagaba. En fin, que no nos afecten la inversión, porque lo que 
queremos es que ésta sea rentable por sí misma. 


Vamos a tratar de contestar las preguntas del señor Senador Michelini, porque son muy buenas y puntuales. Además es importante 
que queden aquí plasmadas, porque incluso muchas veces nos preguntamos lo mismo que él. Por ejemplo, ¿qué pasa si llueve 
durante tres años seguidos? Frente a esto también decimos, ¿qué pasa si llueve durante tres o cuatro años seguidos, dentro de 
siete u ocho años? Seguramente se van a preguntar dónde está el Directorio de UTE que aprobó realizar esta inversión. Pero, si 
vienen dos años seguidos de sequía y no tenemos apagón, porque se evitó, nadie se va a acordar del Directorio que lo evitó, 
porque lo que se evita no se valora. 


En este momento Uruguay necesita 300 megavatios de energía y en el 2003 necesitará 300 megavatios más. Entonces, si no 
tenemos la energía necesaria lógicamente vamos a sufrir un colapso energético, razón por la cual tenemos que tomar las 
previsiones del caso y no valernos únicamente de que haya o no generación hidráulica. En ese caso, también tenemos que apuntar 
a la energía o generación térmica, dentro de las posibilidades de un estudio medio sobre toda la historia del país, analizando cómo 
han sido las lluvias y que la inversión sea rentable tomando esa media. Esto es lo que se ha hecho para este proyecto. 


Quiere decir que este proyecto toma la media histórica del país, y se ve que se está frente a algo rentable. Al mismo tiempo, ello 
nos permite contar con 300 megavatios de energía que ya hoy los estamos necesitando. Además, no nos podemos confiar en los 
contratos a celebrar con Argentina porque hoy, mes de diciembre, aún no hemos tenido la confirmación de que nos prorroguen los 
contratos que hemos solicitado para el año que viene. Es un tema difícil y nosotros tenemos que tener la seguridad de 
abastecimiento, que es lo que debemos ofrecer a la población. 


SEÑOR POMBO.- Nosotros estamos comprando en lo que se llama un contrato "take or pay", 300:000.000 de metros cúbicos de 
gas por año. ¿Qué pasa si se da lo que mencionaba el Presidente de UTE? Fue algo que analizamos, porque como muy bien decía 
él si hay dos años muy lluviosos, después tenemos problemas. Estudiamos las crónicas de los 88 u 89 años que tenemos de 


historia y establecimos en el contrato un mecanismo que se llama "make up". ¿Qué significa esto? Significa que el gas que no 
consumo en un año, me lo permiten pasar para el año siguiente y para el otro si fuera necesario. Hicimos lo que se llama un "make 
up" por tres años y no existe hoy ni un solo contrato hecho así en el mercado argentino. 


Por otro lado, si hubiera cuatro años con crónicas lluviosas que no permitieran utilizar ese gas que estamos comprando al firme, la 
probabilidad de ocurrencia de eso, --tomando los años de crónicas históricas y adaptando una función normal-- anda en menos del 
2,5 0 3%. Algún riesgo siempre se está corriendo. De todos modos, la probabilidad que ocurra eso, de acuerdo al "make up" que 
hicimos, se sitúa en menos del 3%. 


SEÑOR SCAGLIA.- Siguiendo con nuestra contestación a la primera pregunta planteada por el señor Senador Michelini queremos 
decir lo siguiente. 


El señor Senador preguntaba por qué teníamos el 87,5% de la utilización del "link" y no lo podíamos tener en todo el caño. Esto no 
fue negociado en ningún momento por UTE, porque además tendríamos que hacer una inversión que no le interesa a la empresa, 
ya que a ésta le importa tener el gas acá a un precio tal que nos permita generar a un costo competitivo. Para lograr eso, como 
bien lo decía el contador Pombo, como no hubo ningún inversor público ni privado —porque ningún generador privado se acercó a 
UTE a plantear la posibilidad de hacer un acuerdo o un convenio- nosotros invertimos el 87,5% de ese link, y también hoy o 
mañana nos va a dar sus beneficios. De la inversión que va a hacer Gasoducto Cruz del Sur —en un principio se habló de U$S 
120:000.000, pero hoy se dice que el gasoducto costará U$S 170:000.000- van a recuperar por transporte alrededor de U$S 
45:000.000. Sin duda, esa inversión la hacen para vendernos gas a nosotros y también pensando en llegar al norte del país. Allí, 
ese link no se va a hacer de nuevo y va a ser utilizado. Pienso que en una negociación futura, UTE también va a tener un retorno 
por esa participación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pequeña pregunta sobre este punto, que me parece importante. Cuando ustedes 
estuvieron en la Comisión de Industria y Energía, planteé algunas interrogantes sobre el link y todavía no me convence demasiado 
esa inversión que UTE hace. Aparece como una especie de error del Poder Ejecutivo no haber empezado la licitación desde 
Buchanan. Lógicamente, no iba a haber interés público ni privado en función de que el pliego de condiciones decía que el caño 
tenía que salir de Punta Lara. Si allí se hubiera establecido que tendría que salir, por lo menos, desde ese núcleo o centro que es 
Buchanan, habría sido más lógico y habría evitado a UTE hacer una inversión como lo está haciendo en la actualidad, en función 
de que quedó un tramo sin conectar. 


SEÑOR SCAGLIA.- Según lo que se nos ha comunicado y hemos averiguado sobre el tema, ello no es así. Punta Lara es el último 
punto en territorio argentino. No se hizo la licitación de transporte en la República Argentina, sino entre el último punto de ese país y 
Uruguay. Después, el hecho de que el link llegue ahí, corre por cuenta de aquel que ganó la licitación, en este caso Gasoducto 
Cruz del Sur, 


SEÑOR DE BOISMENU.- Si el último punto, como dice el Presidente, es Buchanan, ¿llegaba a Punta Lara el gas? Tengo la duda 
de por qué arranca en Punta Lara y no en Buchanan. 


SEÑOR POMBO.- Hay varias razones que uno puede manejar en este caso. 


En primer lugar, lo otro implicaba hacer una licitación también en la República Argentina. Los señores Senadores me podrán decir 
que Punta Lara es argentina, pero de algún lado tienen que salir los gasoductos. Aquí estamos arrancando en el punto más 
próximo a la República Oriental del Uruguay, según el trazado. Hacer una licitación que incluyera a Buchanan, de alguna manera 
habría tenido que ser abierta en dos licitaciones: una en territorio estrictamente argentino y otra que implicara el cruce. 


Pero hay otra razón, que es de índole económica y que el Poder Ejecutivo evaluó en su momento. Depende de cuánto vaya a ser el 
consumo futuro que pueda tener este caño, del link que se tenga que hacer. Es decir, si UTE hubiera invertido en hacer la central 
en el norte —este es un tema que fue muy debatido- de pronto ese link no había que hacerlo con el diámetro actual, ni tampoco 
habría que ponerle la compresión que se le está aplicando ahora. ¿Cómo el Poder Ejecutivo iba a hacer 3 años atrás una licitación 
diciendo que quería realizar esto, desde Buchanan hasta Punta Lara, con un diámetro, por ejemplo, de 18 pulgadas y con una 
compresión para llevar 2 ó 3 millones de metros cúbicos, si no sabía en definitiva si UTE iba a invertir ahí? ¿Por qué no se sabía 
esto? Por una razón muy sencilla. En esto quiero ser muy claro porque hay cosas que acá hay que tratar de desterrar, una cantidad 
de problemas que se dieron entre el Poder Ejecutivo y UTE, que no fueron tales. Si en esta licitación los señores que cotizaron lo 
hubieran hecho a 0,45 —que era lo que necesitaban para rescatar la inversión de los U$S 120:000.000- la decisión de UTE era muy 
clara: íbamos a hacer generación en el norte por la sencilla razón de que allá obteníamos el gas a 2,02 o 2,03, que es el mismo 
valor que estamos obteniendo aquí en Montevideo. Entonces, con un gas a 0,45 en Montevideo, se nos hubiera ido a 2,30 o 2,35. 
Uno no podía tomar una decisión hasta no saber cuál era el precio que iban a requerir por concepto de transporte los que se 
presentaran para construir este caño. La sorpresa fue mayúscula cuando el precio fue de 0,15. De otra forma, la decisión de UTE 
habría sido invariable en cuanto a la construcción de la central en aquella zona, no por capricho, sino por la sencilla razón de que 
allá nos ahorrábamos todos estos costos, porque el gasoducto había llegado —por el esfuerzo que había hecho Argentina- hasta la 
margen del Río Uruguay. Entonces, lo que quedaba era traspasar ese caño y Uruguay logró, con una inversión de no más de U$S 
20:000.000, que ese caño que llega a Paysandú, en lugar de llegar con 8 pulgadas —como pensaba hacerlo llegar la Provincia de 
Entre Ríos- tuviera 16 pulgadas, que permite pasar algo así como 5:500.000 de metros cúbicos. Entonces, en ese caso el gas iba a 
estar a 2,04 o 2,05; era un tema económico y estaba muy claro que la central la que teníamos que hacer allá. ¿Qué pasó? Se abrió 
esta licitación y nos encontramos con la sorpresa de que el valor que ofertan es de 0,15, en lugar de 0,45 o 0,50, porque sus 
intereses iban más allá de construir un caño hacia Montevideo. Entonces, ¿por qué el Poder Ejecutivo no hace la construcción 
desde Buchanan a Punta Lara? Porque el Poder Ejecutivo no tiene la bola de cristal y no sabe que en definitiva le van a cotizar a 
0,15. Entonces, con muy buen criterio, pensó que si acá la cotización anda por los 0,40 o 0,50, parece muy claro que UTE va a 
invertir primero allá, porque el valor del gas es más barato. ¿Por qué, entonces, voy a licitar una estación de compresión para pasar 
de entrada 2 millones y medio o 3 millones de metros cúbicos, si no lo vamos a necesitar? En consecuencia, no es sólo caño, sino 
caño más estación de compresión. Como el Poder Ejecutivo no sabía cuánto iba a ser el valor, dijo que dependiendo de cuál fuera 
este, tomaría la decisión después con las cartas vistas. Tanto tuvo razón que hoy estamos tomando la decisión con las cartas 
vistas. Cuando llegamos a la conclusión de que el valor podía ser muy barato acá en Montevideo, porque la tarifa fue 0,15, 
entonces nos decidimos a llevar a cabo una inversión que de todas maneras había que realizar. Hay que tomar en cuenta que si 
esto hubiera surgido en la licitación, igualmente íbamos a pagar el precio, ya que nadie nos iba a regalar nada. En ese caso, el 


precio de la tarifa habría sido distinto. Lo primero que hicimos nosotros cuando se tuvo que construir esto, fue preguntar a varias 
empresas cuánto nos cobrarían de tarifa —hicimos lo mismo que el Poder Ejecutivo- por construir un caño que conectara Buchanan 
con Punta Lara y además tuviera una estación de compresión que permite hacer llegar a Montevideo 2 millones de metros cúbicos. 
¿Saben cuál fue la tarifa que nos cotizaron? Fue de 0,14 por ese tramito, cuando todo el otro tramo que viene desde Punta Lara a 
Montevideo fue de 0,15. Hay que considerar que esto tiene una estación de compresión cuyo costo está en los U$S 10:000.000 o 
U$S 12:000.000. Entonces, a partir de que nos cotizaron a 0,14 —porque ellos querían rescatar alrededor de U$S 30:000.000- 
entramos a ver cuánto nos salía intervenir en el negocio del caño. Poniendo ese 88,5%, logramos tener el derecho de usufructo. 
Habríamos podido tener la propiedad, pero se hicieron consideraciones jurídicas en el sentido de que había que crear una sociedad 
en Argentina, había que pagar la parte impositiva, etcétera. Entonces, preferimos tener el derecho de usufructo de por vida del 
87,5% de ese caño. ¿Esto que quiere decir? Si hoy estamos poniendo una estación de compresión que permite pasar por ese caño 
2:000.000 de metros cúbicos -y nosotros tenemos el 87.5% correspondientes a esa medida-; si en el día de mañana, por agregar 
otra estación de compresión, o sea, para darle más presión por el mismo caño con el mismo diámetro, en vez de 2:000.000 de 
metros cúbicos hacemos pasar 4:000.000 —lo cual es una posibilidad- para lo que se necesitan unos U$S 8:000.000 más, y 
Uruguay, en este caso UTE, pone el 87,5% de esta última cifra, logramos pasar por esa inversión, que es menor en cuanto a monto 
que la inicial, otros 2:000.000 de metros cúbicos, con lo cual, en términos de cálculo de una tarifa global, esta bajará 
sensiblemente. Asimismo, este caño va a permitir hacer llegar unos 6:000.000 de metros cúbicos. Es decir que, agregando luego la 
tercera etapa de compresión, podemos —también incrementando el 87,5% de la inversión adicional- lograr no pagar tarifas por los 
otros 2:000.000 de metros cúbicos. Además, tenemos el derecho, de por vida, de usufructo del caño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe aclarar que, quizás, nosotros mismos, en vez de colaborar con la discusión del artículo 63, estamos 
haciendo cuestionamientos que seguramente podríamos analizar conjuntamente otro día. Por lo tanto, correspondería continuar 
considerando las preguntas formuladas por el señor Senador Michelini. 


SEÑOR SCAGLIA.- Quisiera decir que, de todas maneras, muchas veces hay confusión en cuanto a este tema, por lo que es 
importante aclararlo. Si directamente no estaba comprendido en la oferta para Uruguay, alguien lo iba a tener que pagar por un 
mayor peaje que, en este caso, no lo pagamos. Considero que lo importante es lo siguiente. UTE puede recibir gas con la 
negociación que se llevó a cabo, a un precio que nos permite generar energía acá y competir en el mercado argentino. 


Continuando con las preguntas que formulaba el señor Senador Michelini, cabe decir que el contrato de gas por año corresponde a 
300:000.000 de metros cúbicos, tal como lo señalaba el contador Pombo. Entre contrato y transporte, UTE llegará a la cifra de U$S 
18:000.000 anuales de obligación, a partir de setiembre de 2004. Por eso se explica nuestra urgencia en tener la planta de 
generación. Al respecto, nos gustaría hablar extensamente en este ámbito, para poder explicar cómo vamos a tener que cambiar 
hasta el mecanismo de compra. Digo esto porque nosotros actualmente estamos llamando a licitación para la construcción de una 
central de generación, pero las empresas aquí no vienen. Nos pidieron prórroga dos veces, y el negocio no se concreta. Es tanta la 
demanda que hay en el mundo de estas centrales de ciclo combinado, que se hace la seña y en tres años o tres años y medio se 
hace la entrega. Es decir que no se toman el trabajo de comprar el pliego y leerlo. Hay cuatro empresas, de las cuales General 
Electric y Siemens son las que, a nivel mundial, pueden hacer una central de generación como la que estamos reclamando hoy 
para la Central Batlle o las centrales del sur. 


Por otro lado, se preguntaba qué pasaría si quedaba excedente de gas; al respecto, el contador Pombo hablaba del "make up" que 
se arrastra año a año. La deuda de UTE, si no se consume, es la bola de cristal. Si nosotros supiéramos que se va a dar el clima 
medio que se ha dado en los últimos ochenta y ocho años en Uruguay, no tendríamos problemas, y en los próximos quince años el 
negocio sería cada día más rentable. El consumo de energía actual en Uruguay, per cápita, es de 1.400 kilovatios por año, en 
Europa es de 9.000 y en Estados Unidos 12.000; cabe aclarar que Uruguay es el segundo país en Latinoamérica, después de 
Venezuela, en consumo de energía eléctrica per cápita. Entonces, a lo que se debe apostar es a crecer y en ese camino estamos. 
A eso se debe, justamente, el superplan y todo lo demás. 


Asimismo, se consultaba acerca de si un competidor puede usar el transporte y generar energía aquí. Debemos contestar que por 
supuesto que sí, pues el transporte libre que quede se puede utilizar, generándose energía acá. Hace aproximadamente dos años 
que se aprobó la Ley de marco regulatorio, y en ese período no vino ningún generador a tratar de generar energía acá y nosotros 
no podemos esperar más. 


También se preguntaba por qué no van a Brasil. Me parece que esa es la ecuación económica que tienen que manejar, en este 
caso, las empresas Wintershall, Pan American Energy y British Gas, que son los socios. Supongo que van a ir a Brasil y deberán 
pasar por nuestro link también, donde nos sentaremos a negociar otra vez un peaje, que podremos cobrar nosotros. 


Por otra parte, se preguntaba qué sucedería si se desplomaran los precios en Argentina. Debo decir que en dicho país, los precios 
del gas los fija ENERGAS. Por nuestra parte, la paramétrica que hicimos es que, con respecto a esos precios, se está un 6% por 
debajo. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo me refería solamente a la energía eléctrica. 


SEÑOR SCAGLIA.- Si se desploman los precios de la energía eléctrica, lo harían también los del gas. Es decir que no se podrían 
desplomar solamente los de la energía eléctrica, ya que la misma se produce con gas. Nosotros debemos tomar —y esto lo digo 
lentamente- decisiones estratégicas, más que para la empresa para el país, y que tienen que ver, nada más y nada menos, que con 
tener energía eléctrica en el país. Entonces, si estas decisiones van acompañadas de una buena inversión o de una inversión 
relativamente buena y de la llegada del gas natural, bienvenidas sean, pero deben ser tomadas porque, de lo contrario, podríamos 
carecer de energía eléctrica y allí la responsabilidad sería muy grande de parte de todos nosotros. 


SEÑOR CID.- Quisiera aclarar un poco el "barullo" de cifras, pues se trata de un tema muy complejo que uno va entendiendo sobre 
la marcha. 


Lo que no me cierra mucho es el cálculo que el contador Pombo hacía con respecto a la rentabilidad que tendría este 
emprendimiento. Él hablaba de U$S 1:500.000 o U$S 2:000.000 al año, y lo que no me cierra es que cuando el contador analiza el 
costo del megavatio producido por gas natural, se refiere a U$S 13 o U$S 14, contra U$S 23 o U$S 24 comprado en la Argentina. 
Entonces, me pregunto cómo da un rendimiento tan pequeño, con esas diferencias de costo. 


Por otro lado, quisiera saber por qué, si la inversión es tan riesgosa -el propio Presidente señalaba que podía haber momentos en 
los cuales la inversión dejara de ser exitosa desde el punto de vista económico- hay un pacto que la facilita y que tiene que ver con 
los convenios que se han firmado, donde la compra en boca de pozo es un 96% del precio del gas —prácticamente, un 100%- y 
también hay un abatimiento en cuanto a la transmisión de ese gas a una tarifa sorprendente de 0,15. Concretamente, la pregunta 
que formulo es qué estabilidad tienen esos convenios para asegurar un negocio que es a muy largo plazo. Digo esto porque puede 
ocurrir que se cambien sobre la marcha, sobre todo teniendo en cuenta que la venta del gas en boca de pozo se cotiza como en 
una Bolsa y hay fluctuaciones que pueden ser periódicas o incluso diarias. 


SEÑOR SCAGLIA.- El señor Senador planteaba, en primer lugar, que si nosotros generáramos a U$S 13 o U$S 14 y hoy nos está 
costando U$S 27, la brecha sería mucho mayor. A esto mismo se refirió recién el contador Pombo, cuando expresó que justamente 
allí está el repago de los U$S 110:000.000 ó U$S 120:000.000 que nos va a costar la instalación aquí de la central de generación 
térmica. Este precio del gas nos permite repagar la central y tener una utilidad. El señor Senador Cid utilizaba la expresión "tan 
riesgosa", pero debo decir que se trata de una operación de riesgo como cualquier actividad empresarial. Pero, en este caso 
tratamos de acotar el tema en las negociaciones. A este respecto quiero recalcar que en estas negociaciones estuvo presente el 
equipo que se conformó para ese fin y el Directorio iba recibiendo la información. No participamos para que en ningún momento se 
pudiera politizar un tema tan importante para nuestra empresa y para el país. 


Considero que si se da la media, como hasta ahora, vamos a tener el retorno previsto, pero además hay una expectativa de 
crecimiento en el consumo de energía eléctrica, por lo que directamente el riesgo va a bajar. Ahora bien, si lloviera tres años 
seguidos, es lógico que en ese período nos va a ir mal, pero si tenemos sequía —teniendo en cuenta este clima tan cambiante- nos 
puede ir muy bien, y la tasa de retorno no va a ser de 9% o 9,5%, sino mucho más alta. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Senador Cid de la estabilidad de los convenios, hay que tener en cuenta que 
estamos hablando de un precio de mercado. El precio del gas lo fija ENERGAS, sobre la base del mercado argentino. Como 
nuestro producto está relacionado con el gas, sería poco probable —al menos creo que no hay experiencias en el mundo- que 
aumente un insumo desproporcionadamente, sobre todo porque nos aseguran que los yacimientos de gas son suficientes. Además 
el precio del gas a nivel mundial es estable. 


SEÑOR CID.- ¿Qué pasa con el transporte? 


SEÑOR SCAGLIA.- Al hacerse el gasoducto ahora, ya contratamos el transporte para los próximos quince años, por lo que está 
seguro durante ese período. Ese contrato se registra en los respectivos organismos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, este es un tema muy importante y probablemente luego de que se considere este artículo en 
esta Comisión Especial, las Comisiones especializadas del Senado van a seguir muy de cerca este asunto de modo tal de estar 
enterados de sus pormenores. 


Agradecemos la presencia del Presidente de UTE y de sus asesores, así como la valiosa información brindada. 
(Se retira de Sala el Presidente de UTE y asesores) 
(Ingresa a Sala el Presidente de ANTEL y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Especial que trata la ley de urgente consideración |! tiene mucho gusto de recibir al 
Presidente de ANTEL y al Gerente General, ingeniero José Luis Saldías. 


Hemos entendido necesario tratar el artículo 65 de esta ley de urgente consideración con la presencia del señor Presidente de 
ANTEL y con quien él estimara conveniente concurrir porque es un tema que directamente atañe a su empresa. 


Por esta razón, concedemos la palabra al señor Presidente de ANTEL. 


SEÑOR BRACCO.- Es un gusto poder colaborar en la clarificación de aspectos vinculados con este texto de la ley de urgencia. Es 
claro que se trata de un proyecto que no se origina en ANTEL por lo que tiene sentido nuestra presencia a propósito de los posibles 
efectos que éste puede tener sobre nuestro Ente. 


Por un lado, hay una referencia directa a los servicios de telecomunicaciones en las zonas francas de nuestro país y luego hay una 
referencia específica a la ubicación de las mismas en algunos incisos de los literales C) y D) del artículo en cuestión. Como 
comentario general quisiera manifestar que hemos estado presente en alguna Comisión de la Cámara de Representantes que tuvo 
el mismo artículo a estudio y hemos observado que el artículo que estamos considerando hoy, por cierto, tiene modificaciones 
respecto a aquel texto. Específicamente, voy a hacer referencia a los efectos que tienen, en apariencia, esas modificaciones. En el 
literal C) hay una referencia a la posibilidad de brindar los servicios telefónicos o informáticos desde zonas francas hacia el territorio 
nacional no franco, respetando los monopolios y exclusividades estatales y/o concesiones públicas. 


Por su parte, el punto 1) refiere a algo que se denomina "Centro Internacional de Llamada (International Call Centers), 
excluyéndose aquellos que tengan como único o principal destino el territorio nacional". La referencia a los "call centers", por 
tratarse de una terminología en inglés denota un concepto relativamente preciso y nos parece que puede quedar algo vaga cuando 
se hace la traducción al castellano, porque la expresión "Centro Internacional de Llamadas" podría interpretarse en forma distinta a 
lo que es el sentido convencional de la expresión "call centers". Esa expresión refiere a un cierto tipo de servicios que por cierto se 
hace vía telefónica y que denota atención al cliente, servicios de telemarketing, entre otros. La expresión centro internacional de 
llamadas podría interpretarse como una suerte de licencia de operadores internacionales. Salvo este comentario el texto no ofrece 
mayores dudas a propósitos de efectos que pudiera tener. Entiendo que no estuvo en el espíritu de quienes elaboraron esta 
redacción el que la misma pudiera tener una interpretación no del todo clara y digo esto sin ninguna pretensión desde el punto de 
vista de la técnica jurídica. Esa posible ambigúedad, si se observa, tiene un efecto en el siguiente sentido. La Ley de Presupuesto 
incorporó algunas modificaciones a la Carta Orgánica de ANTEL previó que la exclusividad de ANTEL sólo rige para la telefonía 
básica, definida como fija, conmutada y referida al tráfico nacional. Por lo tanto, alguien podría decir que es claro que no hay 
exclusividad en los servicios internacionales y, en conclusión, este comentario podría ser irrelevante. Lo que sucede es que en esa 
interpretación, lo que podría ser relevante es que aquí no se está requiriendo licencia. Incluso, podría pensarse que si la forma en 


que se interpreta esta expresión "centro internacional de llamadas" contiene la capacidad de ser operador internacional de 
telefonía, entonces habría que aclarar que está sujeto al mismo régimen de concesión de licencia que está dispuesto en carácter 
general, tanto en la Ley de Presupuesto a propósito de la referencia a la no exclusividad de los servicios de tráfico internacional 
como en lo que respecta a la definición que se hizo en la creación de un nuevo marco regulatorio o en la creación del organismo 
regulador que oportunamente fue tratado. 


También en este artículo se hace referencia a las casillas de correo electrónico que parece ser absolutamente irrelevante a los 
efectos del análisis de ANTEL, así como una mención a la educación a distancia, en la que tampoco parece haber mayor 
significación. Por otra parte, se menciona el certificado de firma electrónica y en este caso probablemente exista un tecnicismo ya 
que debió decirse, probablemente, firma digital. Como se sabe, los certificados de validación son de firmas digitales. Los servicios 
que se prestan son de validación de firmas digitales y no electrónicas. Por último, quisiera hacer un comentario a propósito del 
literal D) que dice en su inciso final lo siguiente: "La Administración Nacional de Telecomunicaciones no podrá fijar tarifas 
diferenciales para los servicios de telecomunicaciones fundadas en la distancia entre Montevideo y el lugar en que se encuentre 
emplazada la zona franca, siendo de recibo diferencias basadas en otros motivos, como ser, volumen o tráfico". En este punto, 
quisiera hacer dos comentarios a propósito de la temática de las diferentes tarifas de las zonas francas en relación a Montevideo. 
En aquella primera versión que consideramos en la Comisión de la Cámara de Representantes comentamos que no existía un 
artículo de este estilo y el Directorio de ANTEL, en aquel momento, expresó que había una vocación en el mismo sentido del 
contenido de esa disposición. De hecho, el Directorio de ANTEL oportunamente —en realidad fue casi enseguida de aquella sesión 
de la Comisión de la Cámara de Representantes- le encargó a los servicios técnicos que estudiaran la posibilidad de tener un 
régimen tarifario que contemplara lo que conceptualmente hay detrás de esa redacción. En definitiva, el fondo de la cuestión es que 
las tarifas de acceso no generen diferencias en términos de la ubicación geográfica lo cual, efectivamente, es un objetivo de 
ANTEL. 


En lo que tiene que ver con la redacción específicamente, aparecen algunas dudas. Por un lado, está el hecho de que la fijación de 
tarifas, estrictamente hablando es competencia del Poder Ejecutivo y no de ANTEL. Pienso que quizás sería importante tener en 
cuenta este punto. Desde la perspectiva de ANTEL —dicho esto con la mayor humildad del mundo- no parece muy adecuado que 
una norma con tanto detalle, que no es general ni abstracta, esté contenida expresamente en la ley. Creo que esto ya tiene más 
que ver con algo sobre lo cual hago mías las expresiones de quienes integran los servicios jurídicos, en el sentido de la 
inconveniencia de que este nivel de detalle esté comprendido en la ley, cuando existe un sinnúmero de otros ejemplos que quizás si 
se vieran como similares o si se tomaran por analogía podrían generar grandes dificultades para la gestión. 


Creo que con esto que acabo de decir puedo dar por finalizado el resumen de observaciones concretas al artículo en cuestión. 


SEÑOR MICHELINI.- El resumen que ha hecho el señor Presidente de ANTEL es extenso, pero tengo la sensación de que hay dos 
objeciones que son más importantes que el resto. Una de ellas tiene que ver con ese inciso final que no debería estar en la ley, de 
acuerdo con lo que pude interpretar porque en la medida en que se empiece a incluir este tipo de cosas lo que se va a lograr es 
complicar la gestión del Ente. 


Por otro lado, tenemos lo relativo al Centro Internacional de Llamadas expresión que en el idioma español, aparentemente, podría 
tener múltiples interpretaciones mientras que en el idioma inglés existe una interpretación única por más que en el artículo se haya 
incluido entre paréntesis. 


Creo que éstas, en resumen, son las grandes observaciones que ha formulado el señor Presidente de ANTEL, más allá de lo 
relativo a la firma digital. Dije esto para comprobar si efectivamente entendí lo manifestado por el señor Presidente de ANTEL, en 
cuyo caso podríamos introducir los cambios necesarios de acuerdo con sus observaciones. 


SEÑOR CID.- Con respecto a este literal C), cuando en la mañana de hoy compareció el Ministerio de Economía y Finanzas, nos 
referimos concretamente a los "call centers" y a la eventualidad de que estos centros internacionales instalados en la zona franca 
entrasen en competencia con los que ya están funcionando en Montevideo y donde ANTEL ha hecho inversiones importantes, 
según tengo entendido. El Ministerio de Economía y Finanzas nos prometió en esta Comisión la implementación de algunas 
exoneraciones impositivas a los efectos de dar igual tratamiento a los "call centers" —vamos a remitirnos al idioma de origen, el 
inglés, para salvar esta posible interpretación errónea- instalados en Montevideo que están funcionando, que los coloquen en 
igualdad de condiciones con respecto a los de las zonas francas. ¿En esa perspectiva el señor Presidente de ANTEL dice que no 
tendrían un impacto negativo sobre la economía de ANTEL, tomando en cuenta esas exoneraciones impositivas a implementarse o 
independientemente de ese tratamiento diferencial? 


SEÑOR BRACCO.- En realidad, en el punto 1) del literal C) dice textualmente: "excluyéndose aquellos que tengan como único o 
principal destino el territorio nacional". Parece claro que se está pensando en "call centers" donde el cliente principal es, por 
ejemplo, una empresa multinacional cuyos clientes están distribuidos en el mundo y, excepcionalmente, tienen clientes nacionales. 
Desde esa perspectiva, es difícil imaginar que eso perjudique a una empresa nacional que instale un "call center" en el entendido 
de que uno la define como aquella en que el grueso de los clientes son, precisamente, nacionales. Los escenarios prácticos que se 
han estado manejando refieren a empresas multinacionales que instalarían su "call center" en el contexto de la zona franca 
pensando en sus clientes fuera del Uruguay. 


A propósito de las inversiones, estrictamente hablando, ANTEL aún no las ha hecho. En este momento, está en el proceso de 
adjudicación de una licitación por la compra de equipo, pero todavía no ha hecho la inversión en "call centers". Por lo tanto, si se 
trata de "call centers" cuyos principales destinatarios son los clientes del exterior, las empresas que se instalen en el Uruguay -en 
las zonas francas por las ventajas impositivas específicas de estas- no tendrían mayor efecto sobre un potencial "call center" cuyos 
destinatarios sean los clientes nacionales. 


SEÑOR CID.- Para terminar de redondear este tema, creo que el articulado precisamente habilita lo contrario. Una empresa 
multinacional poderosa, que tendrá un 90% de sus clientes fuera del país, con un 10% de la instalación va a cubrir el territorio 
nacional con fluidez, compitiendo con los "call centers" que ya están instalados. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que ello es así porque no tenemos el mercado suficiente. Para precisar más claramente este punto, 
diría que la definición significa que se van a instalar "call centers" cuyo mercado no estará referido exclusivamente al Uruguay. 


Pienso que eso no afecta lo que existe actualmente en el Uruguay ni las inversiones que se hayan hecho, porque ANTEL no tiene 
"call centers" instalados. Ni siquiera los hay en el Uruguay; en todo caso, existen servicios 0800 que prestan una atención 
importante a nivel de la red del país, pero que no van más allá de eso. 


Comparto prácticamente todas las afirmaciones que ha hecho el señor Presidente de ANTEL y las objeciones que le merece el 
artículo que estamos estudiando, pero creo que la Ley de Presupuesto establece muy claramente que en el día de mañana, para la 
prestación de servicios de llamadas internacionales, va a ser necesario acceder a un permiso a través de un sistema previamente 
establecido que, por lo menos, parte de la base de la igualdad en la posibilidad de acceder a dicho permiso. 


Nosotros estamos intentando facilitar el ingreso de un servicio de "call centers" a zonas no francas, según la definición que 
claramente interpreta el señor Presidente de ANTEL, de manera de otorgarle beneficios tributarios especiales como manera de 
fomentar la inversión y, como consecuencia de ello, generar nuevas fuentes de trabajo. Sin embargo, eso no significa que 
cualquiera venga mañana e instale un "call center" en zonas francas, porque estos también estarán regidos en su instalación por el 
organismo regulador que se creó a través de la Ley de Presupuesto que, llegado el momento, tendrá que emitir su opinión para 
franquear la posible instalación de los servicios en las zonas francas. 


SEÑOR CID.- Eso es absolutamente como lo señala el señor Senador Gallinal, pero su afirmación no coincide con la del Ministerio 
de Economía y Finanzas que, a texto expreso, hoy nos señaló que está implementando mecanismos de exoneración para los "call 
centers" instalados en el territorio no franco del Uruguay, a fin de ponerlos en igualdad de condiciones. Quiere decir que hay un 
posible deterioro de la ecuación económica de esos "call centers" instalados en las zonas no francas. 


Con respecto a los demás alcances, estamos de acuerdo. Me tranquiliza saber que ANTEL todavía no ha hecho inversiones ni tiene 
en funcionamiento un "call center" que pueda deteriorar su ecuación de rendimiento con esta competencia de las zonas francas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Presidente de ANTEL su presencia en esta Comisión y los comentarios que ha hecho con 
respecto al artículo 65. 


(Se retira de Sala el señor Presidente de ANTEL) 

-Han quedado dos artículos pendientes. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 63. 
(Se vota:) 

- 5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Como fundamento de voto, quisiera decir lo siguiente. Creo que este artículo, que es la importación del gas 
natural al por mayor, está bien inspirado y todas las referencias que nos han hecho han ido aclarando y permitiendo que nos 
metiéramos en el tema. Quiero hacer una observación y plantear una cuestión política. Con respecto a la observación, voy a 
referirme al inciso segundo y deberíamos dar la razón al señor Senador Gallinal cuando señaló que aquí no habría que traer ni a 
UTE ni a ANCAP, sino al señor Ministro de Industria, Energía y Minería para que planteara cuál es la política de Gobierno y al de 
Economía y Finanzas, como bien concurrió hoy, para hablar sobre este tema, que si no lo nombra al final el Director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, no lo hubiéramos tratado. Además, este inciso final que aparentemente podría solucionar otros 
puntos, a mí me da la sensación de que le deja una discrecionalidad al Poder Ejecutivo que en principio, si no mediaran 
explicaciones al respecto, yo no se la quiero dar. Aparentemente podría estar solucionando algunos temas de frontera, y quizás 
está muy bien, pero como nadie dio una explicación —ahora no la vamos a pedir- estaríamos votando en contra. Vuelvo a decir que 
el artículo está bien inspirado, pero mi segunda razón es que en la medida en que las posiciones no cambiaron desde la Cámara 
de Representantes hasta aquí, ni de la coalición y creo que tampoco de la oposición —digo esto porque el Frente Amplio- Encuentro 
Progresista sigue en la misma postura- nosotros nos mantenemos en la misma posición. Es decir que se congela la situación, de 
manera que este no sea el único artículo en que uno cambie la opinión que se dio en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 65. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Voy a hacer una aclaración para un desahogo de sintaxis. En la última línea del artículo, quien la redactó no 
debería haber incluido "como ser". Un buen día puede aparecer "un suponer". Pienso que un comité de estilo del Poder Ejecutivo, 
cuando envía leyes apuradas, podría darle un retoque gramatical. 


SEÑOR MICHELINI.- A pesar de algunas observaciones por aspectos de los "Call Centers" o centro internacional de llamadas, 
sobre las cuales se brindaron algunas explicaciones que podrían estar clarificando el tema, me da la impresión de que el señor 
Senador Cid y quien habla no teníamos, en principio, nuestro tema principal de voto negativo allí. Creo que las zonas francas 
fueron concebidas para lograr captar inversiones, sobre todo, tratando de lograr empresas fabriles o industrias en dichas áreas, 
además de lo que puede ser todo el tema de "stock" y depósito. Ahora, en la medida en que no han ido captando esas inversiones, 
se han transformando en prestadoras de servicios. Una cosa es captar una nueva inversión para ese tipo de áreas y otra es hacer 
una serie de exoneraciones que haga que, incluso inversiones actuales en territorio no franco, las empecemos a empujar a territorio 
franco. Comparto las dudas que el propio Ministro de Economía y Finanzas planteaba en la sesión de hoy y, por lo tanto, cualquier 
paso que demos con respecto a esto, hay que pensarlo mucho. Es más; creo que la preocupación del señor Ministro va a tal punto, 
que empieza a exonerar -de acuerdo a las potestades que él tiene de hacerlo- a otras empresas de servicios para no empujarlas a 
ir a territorio o lugar franco, cuando pueden realizar esas actividades en territorio nacional no franco, brindándoles las 
exoneraciones correspondientes que el Ministro de Economía y Finanzas o el país en su conjunto tiene las potestades de dar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado el proyecto en Comisión. 


En lo que tiene que ver con cuestiones de trámite se van a hacer tres informes, los miembros informantes serán los señores 
Senadores Correa Freitas, Percovich y Michelini y el proyecto de ley se considerará en el Plenario el 9 de enero. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 26 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


